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RESUMEN

La condena en costas en el ordenamiento jurídico español viene caracterizada por la limitación 
del principio contradictorio, defiriendo a un funcionario extraño a la carrera judicial la formación 
del título ejecutivo que habilite para la exacción de los gastos causados en el seno del proceso. 
Si esta opción centenaria del legislador español se ha mostrado muy eficaz, tales previsiones 
resultan sin embargo oscurecidas por la falta de claridad en la correlación de la condena 
en costas con la regulación del importe de los gastos causados realizada por el secretario 
judicial, haciéndole proclive tanto a la dispersión de los pronunciamientos de condena como a 
la concatenación de dichos pronunciamientos.

ABSTRACT

The order to pay costs, in the Spanish procedural law, is noted for the restriction of the 
adversarial principle, leaving in hands of the Clerk, public servant strange at the own judiciary, 
the roll to fix these costs. If this option has been shown very useful, however, the system 
has led to confuse by the lack of clarity of the link between the orders to pay costs with the 
regulation of procedural costs performed by the clerk, watching the trend to concatenate the 
cost orders to unfair way.
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BASES CONCEPTUALES DE LA TASACIÓN DE COSTAS EN EL 
ORDENAMIENTO ESPAÑOL.

La contradicción es y ha sido el principio rector del derecho procesal.1 Sin embargo, en un 
proceso tan complejo como el moderno la contradicción por sí sola no es bastante, requiriendo 
la intervención de profesionales cualificados al objeto de contraponer de forma técnico jurídica 
las posiciones de las partes. Como contrapartida la intervención de estos profesionales y 
los demás requisitos necesarios para que pueda desenvolverse plenamente el proceso 
contradictorio presentan una correlación directa con el aumento de los gastos del proceso. La 
contradicción es cara, lo cual en definitiva es lógico y necesario si pretendemos obtener una 
justicia de calidad, sin embargo no siempre es estrictamente necesaria. 

La contradicción carece de sentido respecto de cuestiones que son evidentes en sí mismas, 
las cuales no son susceptibles de juicio valorativo alguno por parte del juzgador para la 
interpretación y aplicación de la norma. Estas cuestiones no merecen otro tratamiento que 
la aplicación de las reglas de la lógica. Se trata de todos aquellos casos, en que nuestras 
leyes procesales, reconocen por excepción la exclusión del principio contradictorio por 
razones de economía procesal. Tal es el caso de la exoneración de pruebas respecto hechos 
notorios o máximas de experiencia (art. 281.4 LEC), la liquidación de cantidades mediante 
sencillas operaciones aritméticas (art. 572.2 LEC) o las aclaraciones de errores de cálculo o 
errores materiales manifiestos (art. 214.3 LEC y 267.1 LOPJ). En tales casos no cabe más 
que constatar la existencia de un hecho o la inferencia lógica del mismo, debiéndose deferir 
cualquier cuestión que pueda plantearse a la revisión judicial de dicha constatación lógica.2 
No hacerlo así supone desnaturalizar el proceso dando lugar a dilaciones y gastos procesales 
creados artificialmente.

La tasación de costas en el ordenamiento español se inspira en este principio al objeto de 
constatar la existencia de unos gastos y unos derechos que por ley se encuentran tasados 
dentro de unos estrechos márgenes de discrecionalidad. El derecho procesal en todos los 
ordenamientos jurídicos reconduce los gastos procesales repercutibles en costas a criterios 
ajenos a los de oportunidad propios del libre mercado, los cuales carecen de sentido cuando 
quiere establecerse una regla de equidad de carácter universal, como es la propia de los gastos 
repercutibles. En la tasación de costas no se pretende remunerar la oportunidad o eficacia de 
la actuación de un profesional, sino únicamente fijar a tanto alzado la contraprestación que 
objetivamente se deba reintegrar a la parte por la obligación legalmente impuesta de contratar 
los servicios de un profesional. 

Es por esto que precisamente la intervención del Secretario Judicial, como funcionario 
encargado de dejar constancia de los actos procesales y hechos con trascendencia procesal, 
no puede ser más conveniente, pues únicamente es dable a la función del fedatario público 
la misión, por una parte, de dejar constancia de la causación de los actos procesales y los 
gastos implícitos a los mismos, y de otra, correlacionar los mismos con los importes tasados 
correspondientes, todo ello, sin perjuicio de la función revisora del juez mediante la impugnación 
de aquellos a través del correspondiente pronunciamiento propiamente jurisdiccional.

1	  Como señala de la Oliva, el principio contradictorio ha sido la forma primaria y más intuitiva de entender el proceso, pero 
en el curso de los tiempos tras un proceso contradictorio más o menos primitivo, aparece, incluso coexistiendo al principio 
con el contradictorio, un proceso inquisitivo, que se tecnifica progresivamente y no deja de ofrecer aspectos positivos, como 
el juez profesional, la escritura o la segunda instancia. (De la Oliva Santos, A., Derecho Procesal Civil tomo I, 3ª edición, 
Ramón Areces, Madrid, 1992, p. 126.
2	  La ley de enjuiciamiento civil de 1881, a diferencia del Codex iuris canonici, (cans. 1747 y 2197), del Código alemán o del 
austriaco carecía de previsiones sobre los hechos notorios. Prieto-Castro, señalaba que la jurisprudencia ha completado en 
parte este vacío al declarar la vigencia del principio dispositivo en este punto, de manera que el hecho notorio no está en 
cuanto tal, como las máximas de experiencia, exento de alegación, ni prueba por la parte que intenta servirse de él. En tal 
sentido, la jurisprudencia negaba la posibilidad de que se tuviesen en cuenta de oficio, siendo preciso su alegación, salvo 
que se tratase de hechos de fama absoluta o máximas de experiencia, como fechas fijadas por la historia, acontecimientos 
difundidos en prensa, etc. (Prieto-Castro y Ferrándiz, L., Derecho Procesal Civil, tomo I, RDP, Madrid, 1964, p. 402). La nueva 
ordenación procesal traspone estas conclusiones en los apartados 3 y 4 del art. 281.
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La reforma del año 2009 ha supuesto una alteración de las bases conceptuales de la tasación 
de costas en el ordenamiento procesal español al residenciar enteramente en el secretario la 
función de aprobación de las costas. En concreto, la ley ha previsto una resolución judicial en 
forma de decreto en la que se determinen definitivamente las cantidades por tales conceptos 
y, sin perjuicio de la revisión de lo resuelto por aquél ante la autoridad judicial, ha deferido a 
la resolución del secretario judicial la mayor parte de las cuestiones que se puedan presentar. 
Esto implica una alteración de las bases centenarias con que venía siendo configurada la 
tasación de costas, pero que, sin embargo, no ha modificado, el sentido último que la tasación 
de costas tiene y ha tenido en nuestro ordenamiento procesal.3

Pese a las bondades del sistema, se sigue observando, empero, una profunda confusión entre 
el pronunciamiento en costas y la tasación de costas, faltando un tratamiento sistemático de 
la correlación que debe existir entre ambas cuestiones. Esta confusión se debe a que nuestro 
precedente ordenamiento procesal carecía hasta la reforma del año 1984 de una regulación 
sistemática de estos aspectos, limitándose a señalar la necesidad de este pronunciamiento 
como causa inmediata de repercusión de los gastos procesales.

Concretamente, tanto en la LEC de 1881 como en la actual se recoge el pronunciamiento 
de condena en costas como una de las previsiones que debe contener la resolución que dé 
término al procedimiento, reconociendo formalmente su carácter ejecutivo al señalar el art. 
242 de la LEC 1/2000, que «cuando hubiere condena en costas se procederá a su exacción, 
previa su tasación si la parte condenada al pago, no hiciese efectivo su importe». El citado 
precepto reproduce literalmente la redacción del art. 421 de la LEC de 1881, siendo uno de 
los escasos supuestos en que se traspone literalmente a la nueva ley procesal un precepto 
del texto derogado, prueba manifiesta de la excelencia del tradicional sistema español en 
esta materia.4 Del tenor literal de la ley parece resultar incontestable el carácter ejecutivo de 
dicho pronunciamiento: «Cuando hubiera condena en costas se procederá a su exacción por 
la vía de apremio…»  Sin embargo, tan tajante pronunciamiento debe ser precisado, y así a 
renglón seguido, se condiciona su virtualidad al carácter firme de la ejecutoria y a la previa 
tasación de los gastos.5 Las consecuencias de una u otra opción resultan muy importantes en 
cuestiones tales como las relativas al modo y tiempo de proceder a su devengo, pero sobre 
todo en relación a la posibilidad de reclamación de nuevos gastos procesales, toda vez que 
de su tenor literal, el devengo de aquellos nacía desde el momento mismo en que recayese 
sentencia: «si la parte condenada no las hubiere satisfecho antes de que la contraria solicite 
dicha tasación». 
3	  Actualmente, la tasación de costas es una tarea encomendada a los Secretarios Judiciales, si bien hasta la Ley civil rituaria 
de 1855 existía la figura del Repartidor y Tasador, persona de probidad y confianza que, además de repartir los negocios, 
tasaba los costas; función que a partir de la mentada LEC pasó a desempeñarse por los Escribanos, los cuales ulteriormente 
se refundieron con los Relatores surgiendo la figura de los Secretarios Judiciales, cuya denominación persiste hasta nuestros 
días al no haber participado del reciente cambio de nomenclatura que ha sufrido el resto de personal al servicio de la Oficina 
Judicial. Cfr. Achón Bruñén, Mª J. “La impugnación de la tasación de costas: soluciones a problemas que la ley silencia”, Diario 
La Ley, año XXVIII, número 7604, 2 de mayo de 2.007.
4	  La LEC de 1855, si bien no reconocía en estos términos el carácter ejecutivo del pronunciamiento en costas, lo daba por 
hecho. Existía en aquella una profunda diferencia, respecto del texto de 1881, pues su eficacia no devenía del pronunciamiento 
de condena como de la certificación de su importe, así el art. 78 precedente del artículo 421, prevenía como único efecto la 
regulación de aquellas: “Cuando hubiere condena en costas, los escribanos de la salas que las hayan impuesto las tasarán…” 
Por otra parte el art. 1160 en sede de apelación señalaba que “confirmada o revocada la sentencia apelada se devolverán los 
autos con certificación de ella y de la tasación de costas, si hubiere habido condena para su ejecución y cumplimiento”. 
5	  Para Prieto-Castro las costas constituyen un crédito a favor de quien se le ha reconocido y tiene la garantía de un 
privilegio de embargo de bienes y su realización para la efectividad, «una vez que la tasación fija su cuantía liquida», señalando 
a continuación: «Así, si la parte condenada no satisface aquellas voluntariamente el favorecido por aquel pronunciamiento, 
puede solicitar su tasación, mediante el que se fija el importe de la condena y se crea el necesario título ejecutivo». La 
tasación, para Prieto-Castro, no es un acto unilateral del secretario, ni título ejecutivo por si, requiriendo la conformidad de 
los interesados y la aprobación judicial. Prieto-Castro y Ferrándiz, L. Derecho procesal Civil 2ª parte, RDP, Madrid, 1964, p. 
710. También Herce Quemada estima que la tasación de costas solamente cuando deviene definitiva y firme puede dar lugar 
a un título que abra el camino a la ejecución. Gómez Orbaneja, E. y Herce Quemada, V., Derecho Procesal, Vol. I, Madrid 
1949, p. 774. Para Martín Contreras por su parte, el reconocimiento del derecho del litigante vencido a ser reembolsado 
de las costas por él adelantadas supone el nacimiento de un título ejecutivo que le da derecho a instar la vía de apremio, sin 
necesidad de promover nuevo procedimiento para, conseguir su exacción, si el vencido y condenado al pago de las costas no 
las satisface de forma voluntaria. Martín Contreras, L. La tasación de costas y la liquidación de intereses y sus impugnaciones 
en los órdenes civil, penal contencioso-administrativo y social, Comares, Granada, 1998, p. 10)
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Para el entendimiento de este precepto ha de atenderse al origen del sistema. La explicación 
de las particularidades del ordenamiento español se encuentra en la función ejercida por 
los escribanos en orden a la regulación de los gastos de los pleitos en el proceso común 
castellano. Originariamente, nuestro ordenamiento procesal seguía el modelo romano de 
liquidación de costas, en el que no existía distinción entre tasación de costas y condena en 
costas, correspondiendo al juez determinar en una misma resolución posterior a la sentencia 
tanto los criterios de imposición como la determinación de los importes correspondientes. 
Así la Lalinde Abadía cita las previsiones sobre el particular contenidas en el Fuero Real, 
donde se da por descontado que es el Alcalde a quien corresponde juzgar sobre las costas 
en los distintos supuestos.6 Sin embargo, la complejidad y burocratización de los grandes 
órganos procesales colegiados, dio lugar a la especialización de funcionarios dedicados 
a estas labores, fenómeno, que se aprecia tanto en los Consejos Centrales, como en las 
Audiencias y Chancillerías.7 El procedimiento común seguido ante estos tribunales colegiados 
presentaba un carácter extremadamente formulario que solía cerrarse con un inventario 
contable, denominado memoria de costas o tasación de cosatas, en la que se incluían tanto 
los gastos generados durante el proceso como las remuneraciones del personal.8 Luego, 
mediante el correspondiente auto, éstas eran distribuidas entre los encausados según las 
responsabilidades penales o civiles que les hubiera asignado el juez.9 En puridad, como 
destaca repetidamente Gandásegui Aparicio al tratar del sistema procesal durante la Novisima 
Recopilación, en el ordenamiento procesal castellano sujeto a las leyes de Partidas, el 
concepto de gastos procesales estaba directamente vinculado a la documentación. Toda 
actuación judicial puramente oral, que no constase documentada, no podía ser objeto de 
pronunciamiento en costas.10 La dependencia entre la función documentadora del proceso 
y la tasación de costas era esencial, porque la base de los gastos procesales del litigio, 
el coste fundamental del proceso se centraba precisamente en la escrituración, actividad 
que aparte de la complejidad del sólo hecho de la expedición de copias manuscritas no se 
encontraba al alcance de todos. Es por esto que los antiguos escribanos eran autosuficientes 
para proceder a la exacción de las tasas, arbitrios, aranceles, etc. La condena en costas 
se limitaba únicamente a la discriminación del sujeto responsable del pago. En realidad la 
razón de ser del incidente de tasación de costas fue la de discriminar dentro de los gastos 
procesales documentados en autos, aquellos que son susceptibles de repercusión, pues 
mientras que los primeros eran objeto del procedimiento de jura de cuentas, la repercusión 
de los segundos devengaba su eficacia del pronunciamiento de condena contenido en 
sentencia.11 En ambos casos, jura de cuentas y tasación de costas partían del soporte 
documental que amparaba la constricción del conocimiento del juez y la intervención del 
actuario como documentador de los gastos causados.12

6	  F. Real, III, 14.
7	  Por lo que se refiere al Consejo Real las Ordenanzas de La Coruña de 1554, establecen que la función de tasar los derechos 
de procesos y escrituras habrán de llevarse a cabo por las Relatores, Escribanos de Cámara, Escribanos del Crimen, Relator de 
la Cárcel y Escribanos del Crimen, relator de la cárcel y Escribanos de Audiencias y Alcaldes, no pudiendo exaccionarse tales 
derechos sin su previa tasación. El Tasador general del Concejo Real tiene su homónimo en las Chancillerías y Audiencias. 
Lo establece la princesa gobernadora en ausencia de Felipe II, en Valladolid, en 1557, para que los procesos recibidos de los 
jueces inferiores por apelación y Felipe V, en la fecha anteriormente mencionada establece la limitación de los derechos. Vid. 
Lalinde Abadía, J., “Los gastos del proceso en el derecho histórico Español” en Anuario de Historia del Derecho Español, 1964, 
p. 343 y 344.
8	  Vid. Lalinde Abadía, J., “Los gastos del proceso en el derecho histórico Español” obra cit p. 34.
9	  Vid. Lorenzo Cardarso, P.L., “Los Tribunales castellanos en los siglos XVI a XVII: un acercamiento diplomático”, Revista 
general de información y documentación, vol. 8, nº 1, 1998 , pp. 141-169
10	  Vid. Gandasegui Aparicio, M.J. Los pleitos civiles en Castilla: 1700-1835: estudio del funcionamiento de la administración 
de justicia castellana, Universidad Complutense, 2003. 
11	  Téngase presente que la LEC de 1881, en cuanto a los gastos y suplidos de procurador no estableció posibilidad de 
oposición y restringió notablemente la reclamación del letrado.
12	   El procedimiento de jura de cuentas del procurador tiene su precedente inmediato en las ordenanzas para todas las 
Audiencias Provinciales de la Península e Islas adyacentes  de 19 de diciembre de 1835, y presentó en nuestro ordenamiento 
jurídico un acusado carácter ejecutivo, sobre todo tras las Ordenes del Ministerio de Gracia y Justicia de 12 de mayo de 1834 
y 4 de agosto de 1834 que dispusieron que aquellos fuese tramitados con la mayor brevedad posible sin admitirse en los 
mismos alegaciones que dilaten las diligencias, ni hacer declaraciones de derecho que quedaban reservados para el juicio 
ordinario correspondiente. Dichas órdenes ministeriales fueron declaradas inconstitucionales por la STC de 110/1993 de 25 
de marzo que reconoció la posibilidad de entablar un incidente de impugnación frente a la pretensión del procurador.
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Por tal razón, la tasación de costas presentaba y presenta en el ordenamiento procesal español 
una acusada originalidad, en la medida en que a diferencia de la generalidad de los países de 
nuestro entorno, su regulación parte de una restricción del principio contradictorio, atribuyendo 
a un funcionario cuya misión es la de documentar actos procesales y no la propiamente 
declarativa, la regulación del importe de los gastos que puedan repercutirse a la contraria. Tal 
importante función se ejerce conforme a criterios tasados,13 y en puridad y originariamente, 
mediante el sólo examen de las actuaciones, sin necesidad de instar la inclusión de los gastos 
procesales,14 pudiendo incluso y hasta fechas recientes ser promovida de oficio en el caso de 
la tasación de costas en vía de recurso, (véase arts. 109, 713, 850, 851, 1648 y 1794 de la Lec 
de 1881).15 La eventual revisión de la actividad de aquel no desnaturaliza estos conceptos.16

Esta función de algún modo u otro ha permanecido hasta la fecha, y los beneficios de la 
simplicidad y sencillez del trámite son manifiestos. Ciertamente el contenido de la tasación de 
costas ha desbordado el marco propiamente arancelario, pero en modo alguno ha perdido en 
eficacia, logrando a través de un proceso rápido y expeditivo la repercusión de la actividad 
profesional realizada conforme a su valor intrínseco, propio y distinto de las expectativas 
de las partes. Es por esto, que conforme a una regla común a todos los ordenamientos 
procesales, tal repercusión de los gastos ha de partir de criterios reglados, criterios que están 
más próximos a la fe pública que a una actividad propiamente cognitiva.

La justificación de esta licencia al principio inquisitivo en el proceso civil se explica 
por la tendencia natural a desligarse del proceso por las partes luego de la terminación 
de aquel. La lógica falta de sintonía entre la parte perdedora y los profesionales que le han 
dirigido, cuando no el propio desencanto a la actuación de la justicia, debilita las posibilidades 
de reacción del condenado en sentencia. Se pretende evitar, por ello, que la parte ganadora 
abuse de su posición mediante la repercusión abusiva de gastos puramente arbitrarios. Es 
13	  No empece a este carácter reglado las normas de defensa de la competencia para la libre circulación de bienes y servicios. 
Existe en este punto cierta confusión interesada en la práctica, pues la regulación de las costas en España y en cualquier 
otro país de nuestro entorno cultural no atiende a criterios de mercado ni puede suponer una práctica restrictiva de la 
competencia. La función de las costas no atiende a la remuneración de la actividad del letrado sino a la de resarcir a la parte 
de forma automática e igualitaria por los gastos causados. La ley 7/1997 de 14 de abril y la llamada ley ómnibus 25/2009, de 
22 de diciembre, no atienden a estas finalidades y no empecen a la recta aplicación de los aranceles o normas orientadoras 
de los colegios. 
14	   Martín Contreras, al comentar el artículo 243 de la LEC de 1881, señala como la previsión de que la presentación de la 
minuta por abogados y peritos pueda hacerse en la escribanía de forma directa o por medio de procurador. Este autor justifica 
la posibilidad de que se efectúe la tasación sin que la parte en cuyo favor se pronunció la condena haya instado dicha práctica 
al objeto de resarcir a todos los intervinientes en el proceso tales como peritos, testigos, etc… que por la razón que sea sus 
gastos no hayan sido adelantados por las partes Martín Contreras, L. La tasación de costas y la liquidación de intereses y 
sus impugnaciones en los órdenes civil, penal contencioso-administrativo y social, obra cit. p. 63. Para Garciandía González 
siguiendo a Manresa estima que la previsión del artículo 423.2 de la LEC1881 es una reminiscencia del art. 78.2 de LEC 1855 
al objeto de que las actuaciones que no estuvieran documentadas con la firma de letrado pudiesen ser también incluidas en 
costas. Garciandía González, P.L. La tasación de costas en el proceso civil Español, obra cit. p. 111.
15	  Tal proscripción del principio rogatorio, como nos recuerda Garciandía González, fue incluso confirmada por el Tribunal 
Constitucional en la STC 34/1997 de 25 de febrero, en cuyo antecedente segundo se señala: «La Audiencia abrió de oficio el 
trámite para la tasación de costas de esta alzada, dando plazo al letrado y Procurador de los hermanos Sánchez Domínguez 
para presentar sus respectivas cuentas y minutas sin que por esta parte se diese cumplimiento al referido trámite por lo que 
la Audiencia dictó providencia de 3 de abril de 1992 disponiendo que no ha lugar a practicar la tasación, sin perjuicio de que 
la parte favorecida en costas pueda accionar en la vía ordinaria los derechos devengados con sujeción a los términos legales».  
Garcíandía González, P.L., La tasación de costas en el proceso civil español, La Ley 1/200 de 7 de enero de Enjuiciamiento Civil, 
Aranzadi 2001, p. 133.
16	  Conforme a las previsiones originarias de la LEC de 1881 el secretario procede a la práctica de la tasación de costas 
mediante la aplicación de los derechos arancelarios correspondientes y la inclusión de los suplidos devengados a través del 
examen de los justificantes de gasto incorporados a las actuaciones. Así en lo relativo a los gastos de letrado, conforme a la 
redacción originaria del art. 423 de la LEC de 1881, los honorarios de letrados y demás funcionarios no sujetos a arancel se 
regularán por los mismos interesados en minuta detallada y firmada, que presentarán en la escribanía por si mismos, sin 
necesidad de escrito o por medio del procurador de la parte... una vez que sea firme la sentencia o auto en que se hubiese 
impuesto la condena. De lo que se deduce el carácter autónomo de la minuta con el sólo requisito del carácter firme de la 
resolución que hubiere impuesto la condena. Tal principio también queda recogido en la nueva ordenación procesal en el 
artículo 242.3, en el sentido, que aparte de  procuradores y abogados los demás personas que hayan intervenido en el juicio 
y que tengan algún crédito contra las partes que deba ser incluido en la tasación de costas podrán presentar ante la Oficina 
judicial minuta detallada de sus derechos u honorarios y cuenta detallada y justificada de los gastos que hubieren suplido, de 
lo que igualmente se deduce la independencia de dichos créditos con independencia del derecho de las partes a resarcirse de 
los gastos causados.
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aquí donde entra la función del secretario para residenciar los gastos en lo que objetivamente 
son, regulando aquellos conforme al soporte documental de los autos y sin tener en cuenta 
otras ponderaciones.17 Otros ordenamientos procesales son conscientes de este hecho 
atribuyendo a los jueces la posibilidad de discriminar tales gastos, si bien al hacerlo así, 
el juez desnaturaliza la función que le es propia y el procedimiento se aproxima bastante 
al procedimiento documental de reclamación de cantidad. Así en el ordenamiento alemán 
el juez tiene la posibilidad de restringir de entrada los gastos repercutibles. El artículo 91 
de la ZPO señala que la parte vencida debe soportar las costas del proceso en especial la 
parte contraria en cuanto hayan sido necesarias para el ejercicio de defensa jurídica. Estas 
facultades discrecionales quedan restringidas por diversas normas que reglamentan de forma 
detallada la cuantificación de cada uno de los conceptos. En todo caso, al atribuir esta función 
al juez, estableciendo un filtro a la eventual reclamación, sin audiencia de la parte contraria, 
queda contaminada la posibilidad del conocimiento de un incidente posterior, y es por esto por 
lo que, ha de deferirse la cuestión en vía de alzada ante un tribunal superior, quien conocerá 
de la eventual impugnación frente a lo acordado en la instancia.18

LAS COSTAS PROCESALES EN LA LEC 1/2000

Pese a que la LEC 1/2000, recogió fundamentalmente el espíritu y la finalidad del sistema, 
su regulación implicó un cambio substancial de orientación que debe entenderse a la luz de 
estos antecedentes:

- La ley diferencia entre gastos procesales y costas, pero no atiende para ello al tradicional 
concepto de la repercusión de gastos,19 como a los concretos conceptos que puedan ser 
objeto de repercusión con la finalidad quizás de limitar aquellos.20 
17	  Tales conclusiones debe ser precisadas a la luz del auto de la Sala 3ª del Tribunal Supremo (Sección 3ª) de 19 de julio de 
2011 (ROJ: ATS 7800/2011), en el que se revisa el tope máximo de derechos que puede cobrar un Procurador por considerar 
manifiestamente desproporcionada la carga que resultaría para la Administración del Estado condenada en costas, el tener 
que abonar al procurador de la otra parte unos derechos arancelarios por importe de 106.769,27 €, cuando los honorarios del 
Letrado por su actuación profesional en el mismo recurso habían quedado reducidos a 25.000 euros. (Véase Martí Martí, J., 
“Las costas y gastos en el proceso: el principio de la proporcionalidad con el trabajo realizado y la incidencia del mismo en el 
resultado”. Diario La Ley, nº 7751, 2011).
18	  Se aprecia sin embargo en el derecho comparado una clara tendencia a aproximarse al sistema procesal español 
prescindiendo del sistema romano de determinación judicial de las costas procesales. Resulta particularmente llamativo el 
caso de los ordenamientos procesales francés e italiano. En el caso italiano conforme al Codice di procedure italiano de 1868, 
la sentencia de condena en costas contiene su tasación, esta, no obstante, puede ser delegada por la autoridad judicial en 
otro juez. En este caso, las partes pueden reclamar al colegio contra la tasación hecha por el juez delegado (Chiovenda, 
J., Principios de derecho procesal civil, traducción española de la 3ª edición italiana por el profesor Casais Santalo, Reus, 
Madrid 1925, p. 408). El nuevo Código Procesal de 1942, por influencia en parte por los procesalistas españoles, exiliados, 
Alcalá Zamora y Castillo y Santiago Sentis, opta por simplificar estas cuestiones, apartándose del sistema romano, al atribuir 
está función la Cancellier o al ufficiale Judiciario, según se trate de la fase declarativa o la de ejecución, en términos muy 
semejantes a los establecidos por la LEC española de 1881.  Por su parte en Francia, si bien el soporte documental de los 
autos resulta determinante a la hora de la reclamación de estos gastos, no existía un procedimiento propiamente dicho para la 
liquidación de aquellos hasta la reforma de 1984. Así conforme al art. 701 del  Codè de Procedure Civil, las costas previstas en 
los apartados 1º y 3º del artículo 695 se liquidarán en la resolución que condene a su pago o bien por medio de anotación, que 
se incorporará al original de la resolución por alguno de los jueces del tribunal. Podrán expedirse testimonios de la resolución 
antes de que se haya procedido a esta liquidación y sólo en el caso de que el importe de las costas no constará en el testimonio 
de la resolución, el greffier, expediría un testimonio que se liquidaría en vía ejecutiva. Estos preceptos eran manifiestamente 
obsoletos y perturbadores en el ejercicio de la Administración de Justicia, razón por la que fue modificado en virtud de la 
reforma 18 de agosto de 1984, (en vigor desde  el 1 de octubre de 1984), la cual otorgó al greffier facultades verdaderas 
facultades de liquidación que hasta entonces eran de mera revisión, facultades que le habilitaban para la formación de un 
título ejecutivo completo en supuestos de condena en costas, señalando que «en caso de dificultad» las partes y en su caso 
el officier podrían solicitar del greffier que procediese a comprobar el importe de las costas causadas. La resolución del 
greffier era revisable conforme a lo dispuesto en los artículos 705 y siguientes, a través de un procedimiento de impugnación 
semejante al establecido en nuestro ordenamiento procesal si bien atribuyendo la decisión de las cuestiones que puedan 
suscitarse al juez que conozca del asunto.
19	  Opinión que tampoco resultaba generalizada, así véase Guasp Delgado, J., Comentario a la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
tomo I, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1947, p. 134. y ss. Para Guasp el concepto de costas comprende únicamente 
aquellos gastos que debiendo ser pagados por las partes de un determinado proceso reconocen a este como causa inmediata 
y directa de su producción.
20	  Este mismo sistema es el seguido en Francia en el Nouveau Code Procedure Civile, el cual enumera en su artículo 695 las 
costas causadas en las instancias, actos y procedimientos de ejecución. Otros ordenamientos sin embargo, han acogido un 
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- La LEC de 1881 se refería en el art. 421 tan sólo a los supuestos de que fuese «ejecutoria», 
con lo que era claro que sólo era aplicable a los pronunciamientos contenidos en sentencia. 
Para el resto de supuestos era de aplicación el art. 422 de la LEC de 1811 que señalaba 
que el secretario incluiría todas las que comprenda la condena y resulte que se hayan 
devengado hasta la fecha de la tasación, quedando excluidas conforme al art. 424 las costas 
de actuaciones e incidentes que hubiere sido condenado expresamente la parte que obtuvo 
la ejecución cuyo pago será siempre de cuenta de la misma.21 Tal previsión que se reproduce 
en el art. 243.3 de la LEC del 2000, resulta excepcionada por la posibilidad de solicitar la 
ejecución de los pronunciamientos de condena incidentales al referirse genéricamente a 
cualquier tipo de condena en costas.

- El cambio más trascendental, sin embargo, vino dado por la exclusión de una previsión para 
costas dentro de las cantidades presupuestadas en la ejecución, al señalar el artículo 575 de 
la LEC: «La ejecución se despachará por la cantidad que se reclame en la demanda ejecutiva 
en concepto de principal e intereses ordinarios y moratorios vencidos, incrementada por la 
que se prevea para hacer frente a los intereses que, en su caso, puedan devengarse durante 
la ejecución y a las costas de ésta». Esto supuso un cambio extraordinario en la medida 
que durante la vigencia de la anterior ordenación procesal, lo normal en la práctica forense 
era que la cantidad presupuestada para intereses y costas comprendiese también las del 
proceso declarativo.22 Tal exclusión, unida a los criterios de registro adoptados por el CGPJ, 
determinó que la ejecución de las costas constituyese una suerte de ejecución separada, cuyo 
fundamento si bien se encontraba en lo ordenado en sentencia o en otro título ejecutivo, su 
concreta determinación quedaba supeditada a la previa tasación de su importe.

NATURALEZA DEL PRONUNCIAMIENT EN COSTAS

Como ha quedado indicado el artículo 242 de la LEC, recoge la necesidad de una resolución 
que acuerde la repercusión de los gastos procesales. Tal previsión, a diferencia de nuestro 
derecho histórico y de los modelos de tradición romana en el que la condena en costas y la 
liquidación de las costas procesales obraba en una resolución independiente posterior a la 
sentencia, se presenta como un proveído necesario e imprescindible en la resolución que 
dé término al procedimiento sin que quepa postergarse para un momento posterior. Pese 
a que la ley es clara en este punto, sin embargo, tal proveído presenta unas características 
muy peculiares, que le apartan del resto de los pronunciamientos de condena contenidos en 
sentencia.

a) La LEC rechaza la posibilidad de constituir un título a reservas de liquidación en el 
artículo 219: «Cuando se reclame en juicio el pago de una cantidad de dinero determinada 
o de frutos, rentas, utilidades o productos de cualquier clase, no podrá limitarse la demanda 
a pretender una sentencia meramente declarativa del derecho a percibirlos, sino que deberá 
solicitarse también la condena a su pago, cuantificando exactamente su importe, sin que 
pueda solicitarse su determinación en ejecución de sentencia, o fijando claramente las bases 
con arreglo a las cuales se deba efectuar la liquidación, de forma que ésta consista en una 
pura operación aritmética». El pronunciamiento de condena en costas se presenta como 
una excepción a esta regla general, excepción que el legislador no desconoce, pero cuya 
traslación a las especialidades de la ejecución de costas judiciales no tiene fácil acomodo 
como veremos.

b) También, en relación a la competencia en orden a la ejecución, pues mientras que en 
la ejecución de los títulos judiciales, conforme a lo previsto en el artículo 545.1 corresponde 
sistema de mayor discrecionalidad así el CPC italiano que se limita en el art. 92 a excluir los gastos excesivos o superfluos.
21	  Véase sentencia de 22 de septiembre de 1962 respecto la resolución acordando declarar desierto el recurso.
22	  Concretamente se prevenía en el art. 1442 de la LEC 1881 que «despachada la ejecución se entregará el mandamiento a 
un agente del juzgado, el cual requerirá de pago al deudor por ante el secretario. Si el deudor no hiciere el pago en el acto se 
procederá a embargarle la cantidad por la que se haya despachado ejecución y la costas, las cuales se depositarán con arreglo 
a derecho».
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el conocimiento al juzgado que conoció del asunto en primera instancia, en el caso del 
pronunciamiento en costas, la tasación de su importe, conforme al artículo 243.1, se practicará 
por el Secretario del Tribunal que hubiera conocido del proceso o recurso, respectivamente, o, 
en su caso, por el Secretario judicial encargado de la ejecución,

c) La ejecución de la tasación de costas presenta también especialidades en orden a la 
ejecución provisional, como el propio artículo 242 de la LEC previene siguiendo su precedente 
de la LEC 1881, sólo es susceptible de ejecución cuando sea firme dicho pronunciamiento y 
previa su tasación, de lo que se deduce por tanto, que no cabe la ejecución provisional del 
pronunciamiento de condena en costas.

d) Una interpretación literal de lo dispuesto en el art. 242 de la LEC determina que el momento 
del devengo de las costas se produce desde la propia firmeza de la sentencia, «se procederá 
a su exacción luego de que sea firme…», esto es inmediatamente a continuación, mientras 
que para la ejecución del resto de los pronunciamientos conforme al art. 548 ha de esperarse 
al transcurso del término de veinte días desde la firmeza.

e) Como ha quedado indicado también el artículo 575, admite únicamente una previsión para 
las costas de ejecución y no para las de la instancia, lo que pone de manifiesto la intención 
del legislador de llevar procedimientos independientes, pues si no fuera así, qué razón explica 
la expresa exclusión de las causadas en el pleito principal, sobre todo si tenemos en cuenta 
que con anterioridad a la LEC la previsión de costas en la instancia era práctica generalizada.

Como luego se explicará, la razón última de estas especialidades obedece a que dicho 
pronunciamiento no forma propiamente parte de la acción ejercitada, sino que es una 
consecuencia accesoria al procedimiento. Así, mientras que el resto de los pronunciamientos 
contenidos en el fallo de la sentencia se encuentran predeterminados por el principio dispositivo, 
no pudiendo el juez dictar un pronunciamiento incongruente con la petición realizada, por el 
contrario en materia de costas el pronunciamiento en costas es ajeno al principio rogatorio.23 
La ley exige siempre y en todo caso la existencia de un pronunciamiento en costas, aunque 
las partes no hayan instado nada al respecto,24 excluyendo por lo demás la posibilidad que 
puedan llegar a un acuerdo previo sobre este particular que está sometido a reglas de orden 
público.25

23	  En este sentido véase Villamor Montoro, P. R., “La declaración sobre costas: normas general y supuestos especiales”. 
Cuadernos de Derecho Judicial Efectos jurídicos del proceso, (cosa juzgada, costas e intereses. Impugnaciones y jura de 
cuentas, CGPJ 1995, tomo XXV, pp. 300 y ss. El citado autor cita en tal sentido las STS de 30 de mayo de 1959, 7 de noviembre 
de 1959 y 29 de junio de 1988. En esta última se afirma que debe de necesariamente de decidirse por el Juez la atribución de 
las costas a  alguna de las partes o ambas por igual lo que incluso sucede cuando nada se dijo expresamente y rigiéndose la 
imposición de las mimas en el juicio de mayor cuantía de acuerdo con la legislación vigente en el momento de la sentencia del 
juzgado por el principio de la temeridad, es obvio que cualquier sentencia del juez de Primera instancia, incluida la imposición 
de las mimas a una del as partes como congruencia de su temeridad actuación u omisión de actuaciones en el propio proceso, 
podía y debía de hacerla de oficio y en cumplimiento de la normativa procesal sin exigencia de una petición de parte que, 
repetimos una vez más, en el presente supuesto de entender que se produjo al solicitar la actora la condena en costas en caso 
de oposición del demandado.
24	  En el caso de la STS de 3 de abril de 1987, se cuestionó la inclusión de la condena en costas no solicitada en la demanda, 
estimando el Tribunal que debería de incluirse un pronunciamiento de condena no por las razones de orden público 
postuladas, sino so pretexto de que los demandados, al haber permanecido en situación de rebeldía no se habían opuesto 
a la demanda. Se mantiene que la condena en costas por el significado que la oposición tácita que se da a la dicha postura 
procesal, pero se viene a calificar como insostenible la tesis mantenida por la sentencia de la Audiencia Provincial de que 
el tema de la imposición de las costas es materia de orden público , al margen de cualquier postulación de las partes. Esta 
solución es contraria a la mantenida por el propio Tribunal supremo en las sentencias de 21 de diciembre de 1992 y 1 de 
marzo de 1994, pero sea como fuere lo decisivo no es tanto el hecho de la condena o no, lo cual como hemos señalado es más 
que discutible, como el hecho de que exista un pronunciamiento concreto sobre este particular. Vid. Villamor Montoro, P.R., 
“La declaración sobre costas: normas general y supuestos especiales”, obra ult. cit., p. 301.
25	  Gutiérrez Zarza, Mª de los Á. “Comentario a la STS de 20 de mayo de 1998. Carácter no vinculante del pacto sobre 
costas. Imposibilidad de incluir en la tasación los honorarios devengados por el abogado en el trámite de personación al 
recurso de casación. Facultades del Secretario para modificar los derechos”. Cuadernos Civitas de jurisprudencia civil, nº 48, 
1998, pp. 1199-1206.
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NATURALEZA DE LA DILIGENCIA DE TASACIÓN DE COSTAS.

Del tenor del artículo 242 de la LEC se desprende que si bien la ejecución de las costas tiene 
su fundamento en un título ejecutivo judicial, su concreta exigibilidad queda condicionada, al 
carácter firme de aquella resolución y a la previa regulación de su importe por el secretario 
judicial. El problema que se presenta, es el de determinar, si la tasación de costas constituye un 
presupuesto de la ejecución o si resulta ya de por sí una actuación ejecutiva y por consiguiente 
daba lugar a nuevas costas procesales. La práctica forense forzando el tenor literal de 
la norma se inclinó por la primera opción, no sólo por cuanto que se hacía estrictamente 
necesaria la existencia de una cantidad líquida para proceder en vía de apremio (art. 921 de la 
LEC1881, hoy artículo 572), sino sobre todo por el peligro de una cascada de ejecuciones con 
la consiguiente sucesión de pronunciamientos en costas. Así la STS de 28 de noviembre de 
1985, cuando señala «es de observar que fue en la tasación de costas cuando se hizo exigible 
una obligación declarada por sentencia firme, obligación que con anterioridad a la tasación no 
tenía existencia legal en cuanto a su exigibilidad» nos pone de manifiesto como la exigibilidad 
del pago de las costas se produce necesariamente en un momento posterior a la tasación.26 

Esta cuestión ha tenido reflejo en tres cuestiones sustantivas, las relativas al régimen transitorio 
aplicable a la tasación de costas, la aplicación o no del tiempo de caducidad del art. 518 y la 
exoneración del pago de costas del detentador de justicia gratuita, habiéndose resuelto en 
todos los casos en sentido contrario al carácter ejecutivo de la tasación de costas.

- En lo relativo a la primera cuestión, se discutía cual era el régimen transitorio aplicable a la 
tasación de costas, si el régimen ordinario o las previsiones especiales establecidas para la 
ejecución forzosa en la disposición adicional sexta. El acuerdo del Pleno de 18 de diciembre 
de 2007, vino a zanjar la cuestión señalando que «las impugnaciones de las tasaciones 
de costas promovidas en recursos de casación regidos por la LEC 1881 se rigen por las 
disposiciones de ésta, por no entenderse comprendidas en la disposición transitoria sexta de 
la LEC 2000 sobre ejecución forzosa».

- La jurisprudencia del Tribunal Supremo, aún siendo una cuestión controvertida, se mostró 
favorable a fijar el inicio del cómputo del tiempo de caducidad del art. 518 de la LEC, no desde 
la fecha de firmeza de la sentencia, sino desde el momento de la aprobación definitiva del 
importe de las costas causadas. Cabe citar en tal sentido el auto de 9 de marzo de 2004, ponente 
Martínez Calcerrada [ROJ 1586/2004] y la sentencia de 16 de marzo de 2009, ponente Salas 
Carceler [ROJ 1124/2009], que consideran no aplicable a la tasación de costas el artículo 518 
de la LEC. En concreto la última de las sentencias citadas señala: «La impugnación ha de ser 
desestimada pues como tiene declarado esta Sala, entre otras en sentencia de 20 diciembre 
2002 (Recurso nº 1110/1994) la reclamación de las costas procesales no se refiere a unos 
honorarios profesionales a pagar por el cliente sino a un crédito del litigante vencedor contra 
el litigante vencido y condenado a su pago por la sentencia judicial, con cita de las sentencias 
de 27 marzo 1999, en asunto nº 2949/91, y 6 junio 2001, en asunto nº 319/93; por lo que habrá 
de regir el plazo de prescripción de quince años de las acciones personales, sin que resulte 
26	  Martín Contreras, a su vez, cita también en este sentido la sentencia de 24 de marzo de 1992, que describe la naturaleza 
del crédito que deriva de la tasación de costas señalando que «el crédito de costas es una obligación impuesta en sentencia 
a la parte derrotada en virtud del principio de vencimiento objetivo consignado en la Ley, en este caso por el artículo 1715 de 
la LEC, y su concreción es doble, por cuanto no todos los gastos que origina el proceso tienen la consideración de costas, y por 
cuanto de las costas deben excluírselas partidas que no obedezcan a actuaciones precisas, concretas o útiles y aquella otras 
que sean consecuencia de intereses particulares de la parte. Con otro enfoque puede decirse que el crédito de costas es una 
obligación de origen legal a la espera de que la sentencia la imponga, de cuantía indeterminada pero determinable y que no 
depende de que el beneficiador con ella pague o no a su abogado, no está causalizada, ni imbuida de un sentido finalista que 
le impute a una deuda determinada ni sujeta a un orden de prelación. Es pues un crédito en el patrimonio del acreedor sin 
sujeción a un destino determinado. Al argumento anterior no se opone que cuente con el procedimiento privilegiado frente a 
su cliente moroso en el plano de la relación contractual de servicios no siendo aplicable para la exacción de un crédito entre 
partes procesales en ejecución de sentencia y como un aspecto de ella. Por último, el cumplimiento y la extinción del crédito de 
costas no depende de otros parámetros que los ordinarios del artículo 1156 del Cc. y en el no influyen la existencia y vicisitudes 
de otra deuda con un ajeno y por un contrato extraño obligado al pago, quien no puede traspasarlo». Martín Contreras, L., 
La tasación de costas, ob. cit. p. 33
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de aplicación el plazo de caducidad de cinco años fijado para las acciones ejecutivas por el 
artículo 518 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil , pues no se trata aquí 
de una acción de ejecución, que procederá respecto del auto de aprobación de la tasación de 
costas fijando la cantidad líquida exigible».

- Por último, también la jurisprudencia ha negado implícitamente el carácter ejecutivo de la 
tasación de costas a la hora de explicar la forma y tiempo de articular la exoneración del 
pago de costas que, conforme a lo dispuesto en el artículo 36.2 de la LJG, puede hacer valer 
el detentador de justicia gratuita. En principio lo que excluye el art. 36.2 es la posibilidad 
de reclamación de tales gastos, la duda que se presenta es, sí el reconocimiento de este 
privilegio excluye la práctica de la tasación de costas, debiéndose hacer alegación de tal 
circunstancia en el trámite de impugnación por indebidas, o si por el contrario, tal óbice no 
impide la práctica de la tasación de costas y lo único que impide es su exacción por la vía de 
apremio. Sobre este particular el Tribunal Supremo, aún antes de la publicación LEC,27 ha 
venido declarando reiteradamente la imposibilidad de articular esta excepción en el trámite 
de impugnación de la tasación de costas, al señalar que el beneficio de justicia gratuita no 
significa ni mucho menos la existencia de una tasación de costas incorrecta y lo único que 
puede da lugar es a suspender la ejecución de este pronunciamiento luego de que las costas 
han sido aprobadas.28  

Tales pronunciamientos chocan contra la adscripción clásica de la tasación de costas a la 
fase ejecutiva.29 Para Garciandía González establecido en nuestro sistema la separación entre 
la condena y la tasación de las costas y unida la regulación de esta última a la exacción de 
las costas por la vía de apremio, la tasación de costas forma una actividad integrante del 
proceso de ejecución.30 Para justificar esta conclusión Garciandía, señala tres argumentos 
que entiendo, sin embargo, que vienen a justificar precisamente lo contario:

El primer argumento, es el paralelismo existente entre la tasación de costas y la ejecución 
ordinaria en orden a la necesidad de instancia de parte. Así citando a Guasp y Manresa 
estima que la tasación de costas no puede proceder de oficio, no por razones intrínsecas 
a esta diligencia. sino como consecuencia de las previsiones existentes para la ejecución 
ordinaria, que tras la LEC de 1881 y a diferencia de su precedente de 1855, exigió que 
la misma se iniciase a instancia de parte. El argumento dado por Garciandía, en realidad 
es una petición de principio en cuanto que las razones dadas Guasp y Manresa no tienen 
otro objeto que justificar la improcedencia de proceder de oficio a la tasación de costas, 
justificando la extensión de estas previsiones en sede de costas precisamente por su 
carácter ejecutivo. En realidad como luego veremos y como implícitamente se deduce de 
dicha argumentación, la tasación de costas está fuertemente ligada al principio inquisitivo, 
esta circunstancia determina que el secretario proceda libremente a la aplicación del 
arancel y a recoger los gastos que obren justificados en autos, y si bien la LEC 1/2000, 
recoge la posibilidad de que las partes aporten los justificantes de gasto que estimen 

27	  Así la, STS de 26 de marzo de 1993, citando la ya clásica Sentencia de ese mismo Tribunal de 21 de mayo de 1980 que, 
textualmente, señaló que: “tal circunstancia no le releva de la obligación de pagar las costas cuando recaiga la correspondiente 
condena, como proclama el art. 36 de la L.E .Civ., sin perjuicio de las especialidades que puedan darse en cada caso en punto 
a la exacción”.
28	  En definitiva, dicho beneficio no exime del deber de pagar las costas, que son carga procesal del impugnante (STS 18 de 
septiembre de 2009 [Salas Carceler], STS 11 de noviembre de 2008 [Gullón Ballesteros], 23 de febrero de 2004 y 18 de junio 
de 2003 entre otras muchas) y por tanto resulta procedente la práctica de su tasación (STS  16 de diciembre de 2009 [Marín 
Castán]), STS 154/2004, de 23 de febrero de 2004 [Sierra Gil de la Cuesta]; STS de 18 de junio de 2003 [García Varela]; STS de 
11 de febrero de 2003 [González Poveda]; STS de 25 de marzo de 2002 [Gullón Ballesteros]; de 3 de abril de 2000 [Villagómez 
Rodil]; 23 de noviembre de 1999 [Villagómez Rodil], de 30 de octubre de 1998, etc.). En contra de la procedencia de la tasación 
de costas, cabe citar sin embargo el auto de la Sala del art. 61 del TS de fecha de 4 de julio de 2001, rec. 12/1996 [Gil Suárez].
29	  Así Rubido de La Torre, incardina el expediente de la tasación de costas dentro del proceso de ejecución al definir la 
«tasación de costas como un proceso específico que se desarrolla dentro del proceso de ejecución con el fin de resarcirse 
de los gastos procesales ocasionados a alguno de los litigantes del pleito».  Rubido de la Torre, M. “La tasación de costas. 
Aspectos generales Derecho Comparado”, en Estudios Jurídicos del Cuerpo de Secretarios Judiciales, Volumen II, Madrid, 
1997.
30	  Garciandía González, P.L., La tasación de costas en el proceso Civil español, Ley 1/2000 de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, Aranzadi, 2001, p. 56.
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pertinentes (previsión que no se contenía en la LEC 1881), esto no quita para que el 
secretario de oficio pueda incluir o excluir los conceptos que estime oportunos.31

El segundo argumento utilizado por Garciandía, es la referencia contenida en los artículos 
242.1 en relación a la exacción de las cantidades correspondientes y su concreta exigibilidad 
desde la firmeza de sentencia. Este argumento analizado anteriormente, implicaría una 
concatenación infinita de condenas en costas. En todo caso, tal interpretación supone 
acoger parcialmente la literalidad del precepto, pues como hemos visto si bien de su 
tenor literal se infiere una referencia expresa a los trámites del procedimiento de apremio, 
tal remisión condiciona su exigibilidad a la previa tasación de los gastos. Por otra lado 
al limitar el art. 575 de la LEC, la previsión que de intereses y costas que existía en el 
artículo 1442 la LEC de 1881, a las costas de ejecución parece claro que la exigibilidad del 
pronunciamiento en costas no es compatible con la prevista para la ejecución ordinaria.

El último argumento utilizado por dicho autor es en realidad un alegato frente a quienes se 
muestran contrarios a su carácter ejecutivo por razón de la alteración de la competencia 
funcional que el art. 422 de la LEC de 1881, hoy art. 243.1 de la LEC 1/2000, presenta 
frente a la ejecución ordinaria (545 LEC 1/2000 y 919 LEC 1881). Arguye Garciandía que 
dicha previsión se explica por la reminiscencia al principio inquisitivo que se contenía en 
los artículos 109 pfo. 2º, 713, 850 y 851 de la LEC 1881, que prevenían que la ejecución 
fuese impulsada de oficio. Esta licencia, según este autor, explica la excepción a la regla 
general sin tener que acudir al criterio de la competencia funcional previsto en el art. 55 
de la LEC 1881, hoy art. 61 de la LEC 1/2000.

Tal posicionamiento parte de una clasificación simplista de la actividad procesal según la fase 
procesal en que se encuentre. La clasificación de la actividad procesal por razón de la fase en 
que se encuentre no responde a la naturaleza de los actos procesales. Tanto en el proceso de 
ejecución podemos encontrar actuaciones de carácter declarativo, como en la fase declarativa 
actuaciones ejecutivas. En realidad el proceso es un diálogo continuo entre los más diversos 
intervinientes, estando compuesto por un conjunto de actos, no sólo declarativos o ejecutivos, 
sino también administrativos y de índole privada. Véase así las facultades gubernativas del 
juez en orden a la dirección del juicio, la designación de letrado de oficio por el Colegio de 
Abogados o la labor del Secretario en la jura de cuentas. Lo realmente relevante es la función 
que esa labor desempeña en orden al proceso.32

De este modo la tasación de costas, que desde un punto de vista dogmático se presenta 
como algo distinto a la ejecución ocasionalmente puede encontrarse dentro de los trámites del 
proceso de ejecución o concomitante a este. Puede incardinarse en fase ejecutiva cuando se 
procede a la regulación de las costas causadas en ejecución, resultando esto más discutible 
si obedece a un pronunciamiento de condena contenido en sentencia, pero careciendo desde 
luego de este carácter cuando se procede por razón de otro título que determine la repercusión 
de los gastos procesales, como pueda ser el caso del artículo 818.2 para el caso de no 
presentarse oposición en el monitorio. Como apunta el propio Garciandía33 nos encontramos 
ante una actividad procesal de marcado carácter instrumental como se deduce de su regulación 
sistemática, que siguiendo la pauta ya fijada en la LEC de 1881, ubicó su regulación dentro del 
Libro I, “De las disposiciones generales relativas a los juicios  civiles”, ubicación sistemática 
31	  Guasp, deduce del texto del art. 421, que la solicitud de la tasación de costas debe proceder de 
la parte en cuyo favor se pronuncia la condena, es decir, que la tasación no debe realizarla de oficio, 
lo que está más conforme con las reglas de ejecución, Guasp Delgado, J. Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento, ob. cit. tomo I, p. 1152. Por su parte Manresa «no puede procederse de oficio como 
ordena en el artículo 919 para la ejecución de sentencias, que es de lo que se trata» Manresa y Navarro 
J.M., Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, 5ª edición, Reus, tomo II, p. 295, cit. Garciandía 
González, P.L., La tasación de costas� ob. ult cit. p. 1152.
32	  Esto no quita, para que dicho acto procesal debe integrarse en la serie o sucesión que compone el proceso, pues como 
indica Prieto-Castro, la tasación de costas no es un acto unilateral del secretario, por si, requiriendo la conformidad de los 
interesados y la aprobación judicial. Prieto-Castro y Ferrándiz, L. Derecho procesal Civil 2ª  parte, ob. cit. p. 710.
33	  Garciandía González, P.L. La tasación de costas en el proceso Civil español, obra cit., p. 50.
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de la que se infiere el carácter auxiliar de la labor realizada por el Secretario Judicial, la cual 
es aplicable tanto a la fase declarativa como a la ejecutiva.

Sin embargo, para cierto sector doctrinal, la actividad del secretario en el curso del proceso 
judicial, impulsando el procedimiento en todos sus trámites mediante las resoluciones y 
proveídos necesarios debe incardinarse en sede jurisdiccional. Para Freire Diéguez, la labor 
desempeñada por el Secretario Judicial como funcionario competente para practicar la tasación 
de costas por imperativo del artículo 243, es una tarea de valoración, calificación y decisión 
ajena al defendido automatismo pretendido por algunos, llegando a considerar que se trata de 
«una función netamente jurisdiccional».34  Sin embargo, esta posición no es clara en absoluto. 
Recientemente la sala especial de conflictos, sentencia de 28 de septiembre de 2011 ponente 
Manzanares Samaniego se ha pronunciado sobre el carácter no jurisdiccional de la actividad 
del secretario judicial en relación al procedimiento de reclamación de la cuenta del letrado, 
destacando  como «el ejercicio de la potestad jurisdiccional, reservado exclusivamente a los 
Juzgados y Tribunales conforme dispone el artículo 117.3 de la Constitución, no se reparte 
entre todos sus componentes, sino que se residencia en los jueces y magistrados que ostentan 
su titularidad y, lo que es más importante, ejercen la jurisdicción. Los secretarios judiciales no 
formar parte del Cuerpo único de jueces y magistrados previsto en el artículo 122.1 de nuestra 
Carta Magna, ni su estatuto responde a las exigencias ineludibles en relación con los titulares 
de la jurisdicción. Baste recordar que, como se lee en el artículo 440 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, el Cuerpo Superior Jurídico de los Secretarios Judiciales depende del Ministerio 
de Justicia. Luego, su artículo 463 subraya la ordenación jerárquica y la dependencia funcional 
de estos cualificados funcionarios de una Administración de Justicia que, en sentido amplio, 
incluye también actividades complementarias y auxiliares para el ejercicio de la potestad 
jurisdiccional.» Ciertamente la tasación de costas a diferencia del expediente de reclamación 
de la cuenta del letrado, está sujeta a la posibilidad de revisión judicial, pudiendo dar lugar a 
un incidente plenamente contradictorio, pero si esto es así, también lo es que la ejecutividad 
de dicha resolución del secretario no depende del juez, y la revisión, que en definitiva, la 
autoridad judicial pueda hacer, no es esencialmente distinta a la que está sometida cualquier 
órgano administrativo. 35

La calificación de la tasación de costas como procedimiento declarativo o ejecutivo es extraña 
a su naturaleza. En realidad, estamos ante un procedimiento de carácter marcadamente 
instrumental, atribuido a un funcionario el secretario sujeto al derecho administrativo, y en 
el que aún cuando su actuación pueda ser revisada en vía de recurso ante la autoridad 
jurisdiccional, tal previsión de economía procesal, no es sino consecuencia, como cualquier 
otro acto de la Administración, del necesario sometimiento al control jurisdiccional.

LA CORRELACIÓN ENTRE LA TASACIÓN DE COSTAS Y EL 
PRONUNCIAMIENTO EN COSTAS

Pese al tenor literal del artículo 242.2 la tasación de costas que se practique por el secretario, 
no tiene porque obedecer necesariamente a la ejecución de un específico pronunciamiento 
34	  Freire Diéguez, Mª. L. La tasación de costas en el orden jurisdiccional civil, Tecnos, Madrid, 2003, p. 44.
35	  En concreto en dicha resolución se señalaba la improcedencia de la cuestión promovida por el Ayuntamiento de Granada 
al haberse desatendido por el secretario judicial, que conocía del expediente de reclamación de la cuenta del letrado, el 
previo requerimiento de inhibición que le fue dirigido por la autoridad administrativa. En dicho requerimiento de inhibición 
el Ayuntamiento de Granada interpelaba a la Audiencia Provincial, para que suspendiese el trámite de aquel incidente al 
estar sujeta la actividad del letrado a un previo contrato administrativo, siendo a su parecer la jurisdicción contenciosa la 
competente. La sentencia excluye expresamente el requerimiento de inhibición del Ayuntamiento por entender que tanto 
la actuación del Ayuntamiento como la del Secretario presentaban carácter administrativo. La sala razonaba el carácter no 
jurisdiccional de la actividad del secretario judicial, en los términos siguientes: «El expediente de jura de cuentas era antes 
de la repetida Ley Orgánica 13/2009 una actividad jurisdiccional que terminaba por un auto, pero hoy concluye con 
un decreto del secretario, dictado al margen de toda intervención judicial y no recurrible. Sucede así que los jueces 
o tribunales que sustenten tales conflictos positivos frente a la Administración difícilmente podrán argumentar por sí 
mismos sin invadir las competencias exclusivas del secretario del juzgado o tribunal. E igual ocurriría si el conflicto 
fuera negativo� 
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de condena, esto es, a un pronunciamiento expreso en el que en atención al principio de 
vencimiento, complejidad, temeridad o mala fe se resuelva imponer a una de las partes el 
pago de los gastos procesales. Ciertamente, conforme a lo señalado en el art. 242 se requiere 
la existencia de un pronunciamiento, pero este puede obedecer a títulos distintos de los 
previstos para la condena en costas en el capítulo VIII del Título I del Libro II. 

Debe tenerse en cuenta, que hasta la novela del año 1984, no existía en nuestro ordenamiento 
una regulación sistemática de la condena en costas, encontrándose dispersa a lo largo del 
articulado de la Ley las previsiones sobre este particular. Todo ello abunda en la idea del 
diverso origen a que puede obedecer la repercusión de los gastos procesales. Así, junto a 
las previsiones de los artículos 394 y ss. de la LEC en sede de ejecución, el artículo 950 LEC 
contiene sus propias previsiones sobre la materia, fundamentándose en la concreta previsión 
legal para este tipo de procesos.

De esta suerte, Martín Contreras, señala como origen de la obligación del pago de las costas 
las siguientes:36

a) Origen legal. Supone la obligación que una de las partes tiene de pagar las costas 
judiciales que la otra origine con amparo en la ley. Martín Contreras señala como supuesto más 
característico de este origen legal, el de las litis expensas, reguladas en los artículos 103.3º 
y 1318 Cc.37 Como ha quedado indicado, también es el caso de la obligación de pago de las 
costas causadas en ejecución, art. 950 LEC. De igual modo nos encontraríamos ante uno de 
estos supuestos, en el caso que formalmente si existe un pronunciamiento de condena, como 
es el de la declaración efectuada por el secretario en los supuestos de los artículos 246.3 pfo. 
2º, 730.2, 816 y 246.3 pf. 2º de la LEC, por cuanto que dicha declaración no atiende a un juicio 
valorativo sino que es una consecuencia necesaria, prevista en la Ley, para determinadas 
resoluciones procesales.

b) Origen convencional. El origen de la obligación del pago de las costas puede también 
surgir del contrato suscrito por las partes intervinientes, en el que las mismas prevean, que 
para el caso de que hubieran de pleitear por razón de un cumplimiento o incumplimiento 
contractual, sea una de ellas la que soporte el importe de las costas. Como señala Martín 
Contreras estas cláusulas eran muy comunes con anterioridad a la reforma del año 1984, 
sin embargo con la introducción del principio de vencimiento que rige en estos momentos 
en la ley procesal estas cláusulas quedaron vacías de contenido.38 Lo cierto es que si tras la 
introducción del principio del vencimiento, existe unanimidad en la doctrina y jurisprudencia, 
que dicha convención no vincula a los tribunales,39 también lo es que en el caso de títulos 
ejecutivos puramente convencionales, como pueda ser una póliza de crédito mercantil o la 
limitación frente a tercero de la responsabilidad por costas en el procedimiento hipotecario, 
sigue presentando una virtualidad nada desdeñable.

c) Origen judicial. En estos casos, la obligación de pagar las costas tiene su origen en una 
resolución judicial, que atendiendo a los principios de vencimiento, y en su caso complejidad 
del asunto, temeridad o mala fe, determina el contenido y alcance de la repercusión de los 
gastos procesales. Este supuesto es el que propiamente podríamos calificar de condena en 
costas y al mismo se refiere el capítulo VIII, del título I, del libro II de la LEC. 

La falta de correlación entre el pronunciamiento en costas y la tasación de costas, resulta si 
cabe más clara en el orden procesal penal donde no existe esa vinculación entre la condena en 
costas y la tasación de costas, y en el que la jura de cuentas se presenta como un aspecto más 
36	  Martín Contreras, L. La tasación de costas… , Granada 1998, p. 7.
37	  Martín Contreras, L. La tasación de costas… , Granada 1998, p. 8.
38	  Martín Contreras, L. La tasación de costas… , Granada 1998, p. 8.
39	  Gutiérrez Zarza, Mª de los Á., “Comentario a la sentencia de 20 de mayo de 1998. Carácter no vinculante del pacto 
sobre costas. Imposibilidad de incluir en la tasación los honorarios devengados por el abogado en el trámite de personación al 
recurso de casación. Facultades del Secretario para modificar los derechos”.  Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, nº 48, 
1998, pp. 1199-1206.



LA CORRELACIÓN ENTRE LA TASACIÓN DE COSTAS Y EL PRONUNCIAMIENTO EN COSTAS,

Año LXV. BMJ núm. 2144. Julio 2012 - ISSN: 1989-4767 - www.mjusticia.es/bmj

15

de la tasación de costas. En tal sentido, el art. 239 de la LECRIM, previene que los tribunales 
deberán de efectuar siempre pronunciamiento sobre las costas causadas, pudiendo dar lugar 
a declarar las costas de oficio, o su condena al pago al procesado o más excepcionalmente 
a los querellantes y/o al actor civil. Lo cierto e importante al caso, es el supuesto de que las 
costas se declaren de oficio. Para este supuesto, el artículo 242 establece:

Cuando se declaren de oficio las costas no habrá lugar al pago de las cantidades a que 
se refiere los números 1 y 2 del artículo anterior.

Los Procuradores y Abogados que hubiesen representado y defendido a cualquiera de 
las partes, y los Peritos y testigos que hubiesen declarado a su instancia, podrán exigir de 
aquélla, si no se le hubiere reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, el abono 
de los derechos, honorarios e indemnizaciones que les correspondieren, reclamándolos 
del Juez o Tribunal que conociese de la causa.

Se procederá a su exacción por la vía de apremio si, presentadas las respectivas 
reclamaciones y hechas saber a las partes, no pagasen éstas en el término prudencial 
que el Secretario judicial señale, ni tacharen aquéllas de indebidas o excesivas. En este 
último caso se procederá con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

El Secretario judicial que interviniere en la ejecución de la sentencia hará la tasación de las 
costas de que habla el número 1 y 2 del artículo anterior. Los honorarios de los Abogados 
y Peritos se acreditarán por minutas firmadas por los que los hubiesen devengado. Las 
indemnizaciones de los testigos se computarán por la cantidad que oportunamente se 
hubiese fijado en la causa. Los demás gastos serán regulados por el Secretario judicial, 
con vista de los justificantes.

Este precepto, aunque modificado en el año 2009, para su adaptación al modelo de la nueva 
oficina judicial, atiende básicamente al modelo procesal anterior a la LEC de 1881, y nos pone 
de manifiesto la falta de correlación que ha existido siempre en nuestro derecho histórico 
entre la condena en costas y la tasación de las costas. En el mismo, se distinguen dos efectos 
de la declaración de oficio, el reintegro del papel sellado y los gastos de arancel, respecto de 
los cuales se exonera de su reintegro al Estado (1 y 2 del art. 271) y el resto de las partidas (3 
y 4 del art. 271), esto es honorarios de abogados y peritos e indemnizaciones de testigos, que 
dan lugar a un procedimiento sumario de jura de cuentas. Lo más relevante es que tanto en 
uno como en otro caso, sea en el seno de la ejecución o de la jura de cuentas, nominalmente 
la reclamación de estos derechos no pierden la condición de tasación de costas, previniendo 
el artículo 243 para todos los casos que hechas la tasación y regulación de las costas se 
dará traslado… para señalar por último el artículo 245: «Aprobadas o reformadas la tasación 
y regulación, se procederá a hacer efectivas las costas por la vía de apremio establecida 
en la Ley de Enjuiciamiento Civil, con los bienes de los que hubiesen sido condenados a su 
pago».

Mas, si el fundamento legal de la tasación de costas, esto es, los criterios de imposición pueden 
ser muy distintos: convencional, judicial o legal, esto no quita a la necesidad de que exista 
en todos los casos un específico pronunciamiento al efecto. Tal pronunciamiento en costas 
que en la redacción inicial de la LEC, carecía de una expresa previsión en sede de ejecución, 
hoy encuentra, sin embargo, en la orden general de ejecución una resolución que determina 
su concreto contenido y alcance. La orden general de ejecución sirve a estos efectos, no 
sólo para dar fundamento constitucional a la previsión de judicialización de la ejecución, sino 
también al objeto de fundamentar la concreta traslación de los gastos causados en ejecución 
a la contraria. Esta previsión nos permite modular el alcance de la condena en costas en 
cada uno de los diversos pronunciamientos de ejecución, previsiones que puede ser de gran 
interés, véase así el caso de la ejecución de una sentencia a reserva de liquidación, de la 
ejecución de un procedimiento monitorio o cambiario, como también en sede de ejecución en 
procedimientos de familia o en sede de ejecución hipotecario. Parece claro que la extensión 
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de las previsiones del artículo 550 no tendrá el mismo alcance en todos los casos y es 
conveniente fijar de antemano su extensión por una resolución judicial a la hora de dar una 
interpretación uniforme a la norma adecuada a las circunstancias del caso.

 PLURALIDAD DE PRONUNCIAMIENTOS EN COSTAS EN LA MISMA TASACIÓN 
DE COSTAS

Como ha quedado indicado, los fundamentos de la tasación de costas y de la condena costas si 
bien están directamente correlacionados, son radicalmente distintos, pues mientras la primera 
se fundamenta en la fe pública del secretario judicial a través del examen de las actuaciones, 
la segunda se residencia en un juicio valorativo o reglado del juez en orden a la repercusión 
de los gastos procesales. Es por esto, que la LEC de 1881 y en menor medida la LEC 1/2000, 
admiten que con normalidad la concurrencia de diversos pronunciamientos de costas sean 
tenidos en cuenta a la hora de practicar la tasación de costas, al señalar: «Tampoco se incluirán 
las costas de actuaciones o incidentes en que hubiese sido condenada expresamente la parte 
favorecida por el pronunciamiento sobre costas en el asunto principal», de lo que se deduce 
que si hubiere sido la parte contraria la favorecida en costas dichas partidas deberían de 
incluirse dentro de la que deba de practicarse en el procedimiento o asunto principal. Esta 
previsión que inicialmente estaba circunscrita a las cuestiones incidentales, se hizo extensiva 
por razones de economía procesal a la ejecución, a las medidas cautelares y a cualquier otra 
fase del proceso, que contenga su propio fundamento en costas.40 Como veremos la LEC al 
excluir el carácter ejecutorio del pronunciamiento en costas ha oscurecido el entendimiento 
de estas cuestiones.

Más complejo es el caso de la extensión de la tasación de costas practicada en la instancia 
a las costas causadas en la preparación del recurso de apelación. En principio y conforme a 
la tesis dominante entre nuestros procesalistas, siendo la tasación de costas una actividad 
ejecutiva debiera de corresponder al secretario de la instancia el conocimiento de dicha 
diligencia. La jurisprudencia y la doctrina estimaron, sin embargo que la expresión contenida 
en el artículo 422 de la LEC “que haya actuado en el pleito” debía de entenderse referida al 
secretario del órgano que hubiese conocido de la fase procesal, incidente o recurso en el 
que se hubiese emitido el pronunciamiento de condena en costas, lo cual es de toda lógica, 
pues únicamente el secretario que tiene el soporte documental de los autos es el que puede 
corroborar la certeza de las actuaciones procesales practicadas.41 Quienes por el contrario se 
mostraban contrarios al carácter ejecutivo de la tasación de costas, estimando que se trataba 
de un incidente dentro del proceso declarativo, justificaban precisamente esta previsión en el 
criterio de competencia funcional contenido en el artículo 55 de la LEC de 1881, que señalaba 
que los jueces y tribunales que tengan competencia para conocer de un pleito la tendrían 
también para conocer de todas sus incidencias. 

Este criterio, firmemente consolidado en nuestro ordenamiento procesal, tuvo que ser 
revisado como consecuencia de la reforma legislativa operada por la Ley 10/1992 de 30 abril 
en materia de recursos, la cual siguiendo el criterio admitido anteriormente en el orden penal 
residenció en el juzgado de instancia la preparación del recurso de apelación. Esto determinó 
que en muchas ocasiones las partes no tuviesen ni que personarse ante la superioridad para 
40	  Para algunos autores como Garciandía, pese a que el contenido del artículo 424 pfo. 2º, relativo a la exclusión de los gastos 
derivados de determinados incidentes, y de la referencia «ejecutoria» del artículo 421 pudo derivarse que el legislador de 
1881 pensó, al regular el procedimiento de tasación de costas, en los casos en que la condena en costas se encuentra recogida 
en una sentencia, la referencia en el art. 423 a «la sentencia o auto» en que se hubiere impuesto la condena contribuye a 
pensar la no exclusión de la tasación de costas impuesta en los incidentes. A nuestro modo de ver este autor yerra en su 
planteamiento, pues como ha quedado indicado la existencia de un pronunciamiento incidental por auto que habilite una 
tasación de costas, no tenía, ni tiene carácter general en nuestro ordenamiento procesal, y se halla prevista sólo para el caso 
de que la parte favorecida en costas resulte condenada en costas en el incidente, en otro caso, las cuestiones incidentales que 
puedan producirse en el curso del proceso deberán de incluirse en la tasación principal. Véase Garciandía González, P. La 
tasación de costas en el proceso civil Español, ob. cit. p. 76.
41	  Véase Garciandía González, P., La tasación de costas en el proceso civil Español, ob. cit. p. 96,  Gutiérrez Zarza, A. Las 
costas… obra cit. p. 443.
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la tramitación del recurso de apelación. Siendo esto así se planteó el problema de determinar 
cual era el secretario competente para la práctica de la tasación de las costas, si el secretario 
del Juzgado que contaba con el soporte documental de los autos o el secretario de la 
Audiencia quien hasta entonces venía practicando la diligencia. La práctica forense primero42 
y posteriormente la doctrina, pese a ciertas dudas e incertidumbres iniciales,43 tuvieron que 
rendirse a la naturaleza de las cosas y reconocer que únicamente el secretario de la instancia 
es el que cuenta con el soporte documental de los autos, y únicamente él puede revisar a 
través del examen de los autos la certeza de las partidas de gasto correspondiente.44 Cabe 
citar en este sentido el acuerdo de la Sala de Gobierno, del TSJ de Andalucía en sesión 
celebrada el 29 de enero de 1993, homologado por acuerdo de la Comisión Permanente del 
Consejo General del Poder judicial, de 23 de marzo de 1993, cuando al analizar la reforma 
operada en los artículos 733 a 736 de la LECiv de 1881 , por la Ley 10/92 de 30 de abril , 
concluye: «...Pues bien, solo en estos últimos supuestos (practica de prueba y celebración de 
vista publica) será cuando la Audiencia vendrá obligada la tasación de costas en ella causadas, 
ya que en los supuestos normales, al no practicarse ante ella actuación de tipo alguno y no 
existir ya tasas judiciales, ningún tipo de costas podrán haberse causado, y, en consecuencia, 
practicadas todas las actuaciones ante el mismo Juzgado de Primera Instancia, habrá de ser 
el Secretario de dicho Juzgado, y no el de la Audiencia, el que deba proceder en su caso, a la 
inclusión de las costas causadas en esta primera fase del recurso en la misma tasación que 
practique con motivo de las actuaciones de primera instancia».45 

Este argumento determinó un punto de inflexión en el entendimiento de la naturaleza de la 
tasación de costas, poniendo de manifiesto como si bien el fundamento de la tasación de 
costas se encuentra en el pronunciamiento que ordena la repercusión de los gastos, el concreto 
contenido de la tasación de costas no se encuentra vinculado a la competencia funcional que 
le marca el pronunciamiento de condena sino a la propia del secretario, determinada esta, por 
la necesidad de proceder al examen de la documental de los autos. 

La ley 1/2000 se ha hecho eco de este sentir jurisprudencial y ha establecido con toda claridad, 
que en todo tipo de procesos e instancias “la tasación de costas se ha de practicar por el 
Secretario Judicial del Tribunal que hubiere conocido del proceso o recurso respectivamente”, 
suprimiendo la ambigua referencia al secretario que hubiere actuado en el pleito por la 
referencia concreta a la instancia o recurso.46 Lo cierto es que la jurisprudencia interpretó 
el precepto estimando, la existencia de una atribución competencial en su conjunto y no en 
relación a cada una de las partidas que comprendiese el recurso, lo que dio lugar a un cambio 
jurisprudencial que incluso trascendió a las juntas de unificación de criterios de algunas de 

42	  Véase SAP Madrid, Sec. 13ª de 15 de diciembre de 1997, (Bustos Gómez-Rico, [ROJ SAPM 6731/1997]), SAP Asturias 
Sec. 1ª de 10 de septiembre de 1999, (Seijas Quintana, [Euder 121649/1999], SAP Cuenca 2 de diciembre de 1996, (Muñoz 
Hernández, [Euder 2301/1997]).
43	  Véase SAP de Álava de 26 de diciembre de 1996, (Víñez Argüeso, [Euder 16246/1996]) que «…cada Secretario del juzgado 
o Tribunal que ha conocido de las diversas instancias o procesos ha de practicar la tasación de costas de las devengadas por las 
actuaciones correspondientes a las mismas, no siendo obstáculo de que como en el caso presente, el escrito de formalización 
del recurso se presente ante el juzgado de primera instancia». SAP Asturias 31 de diciembre de 1998 [AC 1998\2410]: «las 
costas de apelación han de ser tasadas por el secretario del Tribunal que haya dictado sentencia en ese recurso. Esto se deduce 
claramente de los artículo 850, 851, 422, 427 y 428 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y no del es obstáculo a esta conclusión 
el hecho de que el escrito de formalización del recurso se presente ante el Juzgado de 1ª Instancia, pues no cabe duda de que 
se trata de actuaciones de la segunda, que por razones de agilidad y de economía procesal, el legislador ha querido que se 
sustancien ante el juzgado que haya conocido de la primera.» Véase también en el mismo sentido: SAP Burgos. Sección 3ª. 25 
de marzo de 1996 [AC 1996\1627], SAP Barcelona, Sec. 16ª de 10 de julio de 1998 [AC 1998\1344], SAP Asturias Sec. 4ª de 23 
de diciembre de 1998, (Tuero Aller [Euder 5370/1999] SAP Coruña Sec. 4ª de septiembre de 1998 (Seoane Spielberg [Euder 
201/1999], SAP Asturias Sec. 5ª de 23 de diciembre de 1999 (Pueyo Mateo [Euder 190770/1999]).
44	  Resultaría absurdo que el secretario judicial procediese a la inclusión de una partida de gasto que no tiene a la vista, como 
no sea que quiera reconducirse la tasación de costas a los imperativos del “si tacet” propio de la técnica monitoria, pero que 
carecen de sentido alguno en nuestro ordenamiento procesal.
45	  También en este mismo sentido la Junta de Presidentes de las Secciones Civiles de la Audiencia Provincial de Madrid, 
celebrada el 14 de abril de 1994 (vid I jornadas sobre tasación de costas.
46	  A favor de la inclusión de las partidas correspondientes al trámite de preparación del recurso en la tasación de costas de 
la instancia tenemos la Sentencia AP Albacete Sec. 1ª de 28 noviembre 2002 [EDJ 2002/71388] y los Autos AP Cádiz Sec. 2ª 
de 30 de abril de 2003 [AC 2003\2058] y de la Sec. 1ª de 3 abril 2003 [AC 2003\2050], Sentencia AP Asturias Sec. 1ª de 23 de 
diciembre de 2002 y SAP Sevilla, Sec. 5ª de 24 de septiembre de 2004 (Herrera Tagua [Euder 197937/2004]) 
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las Audiencias Provinciales.47 Puede ser muy ilustrativa de este cambio jurisprudencial la 
Sentencia AP Barcelona (Sección 12ª) de 7 de abril de 2004. Pero lo que ha ocurrido ha 
sido, en efecto, que ha habido un cambio del criterio de esta Sección y de otras de esta 
Audiencia. Antes de ese cambio se entendió que el artículo 243.1 LEC debía conducir a que 
las costas de la segunda instancia las tasase el Juzgado cuando en la Audiencia nada se 
había hecho. A ese parecer anterior obedeció la providencia de 14 de mayo de 2002. En un 
momento dado se entendió que ese criterio era erróneo y se sigue entendiendo así, por ésta 
y las demás secciones de esta Audiencia Provincial, que unificaron sus puntos de vista en 
este tema. De acuerdo con el nuevo criterio adoptado, que es más ajustado a la letra de la 
ley, la competencia para sustanciar las tasaciones de costas y las eventuales impugnaciones 
de las mismas, se estima que corresponde a la Audiencia respecto a todas las actuaciones 
de la segunda instancia, pues en definitiva es la Audiencia la que conoce de los recursos. Y 
actuaciones de la segunda instancia son tanto las de preparación e interposición del recurso 
como las de oposición al mismo.48 

Mayores dificultades se presentan todavía el caso de la competencia para conocer de las 
costas causadas en incidencias que suscitadas y resueltas en un juzgado y que luego son 
remitidas a otro juzgado.49 En estos casos, la cuestión que se plantea está directamente 
relacionada con el de la sustantividad de las incidencias para poder llevar a efecto una 
tasación de costas individualizada. Así en el pronunciamiento dictado por la SAP de Madrid, 
sec. 10ª de 14 de diciembre de 2004, (Illescas Rus, [Euder 262527/2004]) respecto de una 
cuestión de competencia negativa para el conocimiento de la tasación de costas practicada 
en un incidente de inhibición, estima que «no es admisible que cada fase procesal se ha de 
descomponer, a su vez, en unidades de menor alcance o dividir y separar cada instancia en 
fases y atribuir a cada uno de los Secretarios de los órganos eventualmente plurales ante 
los que se haya sustanciado el proceso en algún momento, pero que en el presente ya no 
conoce porque su Juzgado perdió la competencia, como en este caso». 50 Por tal razón, la sala 
47	 Véase Ponencia elaborada por la Comisión Mixta de Magistrados de la Audiencia Provincial y Magistrados- Jueces de los 
Juzgados de Primera Instancia de Barcelona formulada con fecha 19 de junio de 2002. 
48	  Véase en este mismo sentido SAP Madrid, Sec. 28ª, 24 de octubre de 2008, Saraza Jimena, [Euder 201684/2008]), SAP 
Coruña, Sec. 4ª de 13 de diciembre de 2005, Seoane Spielberg, [Euder 2402614/2005]. SAP Asturias, Sec. 5ª de 7 de febrero de 
2006, Casero Alonso, [Euder 15191/2006], SAP Murcia, Sec. 4ª de 2 de marzo de 2003, Jover Coy, [79539/2003]), SAP Madrid 
Sec. 14ª de 14 de octubre de 2010, Uceda Ojeda [241378/2010], SAP Coruña Sec. 3ª de 13 de diciembre de 2011, Ruiz Tovar 
[Euder 250495/2011].
49	  La extensión de las previsiones a las cuestiones incidentales presenta si cabe mayores problemas en la medida que el eje 
de la distinción se encuentra en la instancia/recurso, como se indica por el Gabinete técnico del Consejo General del Poder 
Judicial, en informe emitido con fecha 2 de julio de 2002, aprobado por la Comisión Permanente en su reunión del día 16 
de julio de 2002: «...Bien es cierto que del artículo 243.1 L.E .Civ. no puede afirmarse su corrección, desde el punto de vista 
técnico-jurídico procesal, básicamente por dos razones. La primera por la distinción que se hace entre ‘procesos’ e ‘instancias’, 
como algo diferente, cuando, en realidad, el proceso se estructura en distintas instancias (primera, segunda). Y la segunda 
razón, por intercalar la proposición disyuntiva entre ‘proceso’ y ‘recurso’, como si este (el recurso)no constituyera una fase 
de aquel(el proceso)...”. Se puede sostener, que la aludida incorrección gramatical del legislador, a que se refiere el Gabinete 
Técnico, resulta más congruente con la diferenciación de las fases del recurso(en este caso de apelación), de una parte fase de 
“interposición” (ante el órgano a quo) y de otra fase de “decisión” (ante el Órgano ad quem), por lo que no resulta relevante 
para determinar el órgano competente para tasar las costas, cuando no se han generado en la segunda instancia, el hecho 
de que el precepto, se refiera “...Al Secretario del Tribunal que hubiera conocido del proceso o recurso...”, porque ha quedado 
claro que la Ley atribuye al Juez de Instancia facultades para “conocer” del recurso, otra cosa es la “decisión” del recurso, 
que sin ningún género de duda compete a la Audiencia respectiva. Concluimos por tanto, que el precepto, sin perjuicio de 
anudar en principio la competencia para la práctica de la tasación de costas, a la instancia en que se causen, en su afán de 
delimitar la competencia funcional entre órganos, ello no implica, rechazar a priori, las facultades del Juez de Instancia, para 
conocer del recurso (que no decidir) y por ende la práctica de la tasación de costas, cuando no se hubiesen generado en la 
segunda instancia. Nos encontramos pues, ante una norma de vocación genérica, lo que no significa que la misma no pueda 
extender su aplicación a supuestos excepcionales.» Cfr. SAP de Almería, Sec. 5ª de 14 de abril de 2009, Romero Navarro, [Euder 
77341/2009].
50	  En sentido contrario, se postula la SAP Barcelona, Sec. 14ª de 25 de marzo de 2009, Figueras Izquierdo, [Euder 
148834/2009] en el supuesto de un incidente de recusación en el que la parte condenada en costas impugnó la competencia 
del Tribunal de Instancia para conocer de las costas al haber sido decidido y resuelto la recusación por la Sala, El Juzgado 
resolvió la impugnación entendiendo que le correspondía la competencia al tratarse la recusación de un incidente con la 
única especialidad que en este supuesto se resolvió por el órgano judicial fijado por la Ley, pero que no se trata de un 
“proceso o recurso” en los términos indicado en el artículo 241.1 de la LEC, además de que la Audiencia Provincial tendría el 
inconveniente de no tener a su disposición las actuaciones al haberlas devuelto al Juzgado, no causándose indefensión a las 
partes por el hecho de ser resuelto por este Juzgado al haberse dado traslado de la tasación a la parte que resultó condenada 
en costas. La sala estimó el recurso interpuesto, estimando que siendo de aplicación del artículo 243.1 de la LEC procede su 
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estima que pese al hecho de que la inhibición fuese substanciada por el juzgado de Getafe, lo 
realmente relevante es la competencia funcional del juzgado que conoce del asunto principal, 
por lo que la cuestión ha de reconducirse a lo establecido en el artículo 61 de la LEC para 
el conocimiento de todas las incidencias que se produzcan en el curso del pleito.51 En igual 
sentido cabe citar la STS de 4 de febrero de 2002, (Martínez-Pereda Rodríguez, [Roj ATS 
4663/2002]) que señala: «Así, la regla general para el conocimiento de las variadas y diversas 
incidencias que puedan producirse en el procedimiento de que se trate, corresponde, como 
regla general, al órgano que está conociendo del asunto. Así ocurre en la tramitación de las 
cuestiones de competencia conforme establecen los artículos 50 y 51 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial y 60 de la LECiv, o la recusación que debe ser resuelta por los Tribunales 
que refieren los arts. 60, 61, 76, 77, 82 y 225 de la citada Ley Orgánica. Pretender que 
cuando un órgano judicial pierde su competencia porque se atribuye a otro por los trámites 
establecidos en la Ley procesal al efecto, vaya a conocer mucho tiempo después y cuando 
no tiene antecedentes por haberlos remitido al competente, de un incidente de tasación de 
costas choca frontalmente con lo establecido en los preceptos examinados».

A nuestro modo de ver, el secretario judicial en cuyo poder obren físicamente los autos al 
tiempo de practicarse la tasación es el único que puede proceder a la inclusión de las partidas 
correspondientes teniendo en cuenta los diversos pronunciamientos que inciden en cada una 
de las partidas, pero no por ninguna razón de orden superior sino porque materialmente no 
se puede verificar de otra forma.52 El caso, es que como tendremos oportunidad de señalar la 
tasación de costas que se practique deberá de comprender todas las incidencias producidas, 
con independencia de los pronunciamientos de condena y del tribunal que las haya dictado. 
En este punto, como señala la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid anteriormente 
citada, sigue siendo determinante la competencia funcional prevista en el artículo 61 de la 
LEC, en orden a la determinación del alcance de la extensión del proceso o asunto principal 
al que se refiere el artículo 243.1 de la Ley.

La práctica de la tasación de costas por el secretario que ha conocido del recurso en el 
caso de los recursos devolutivos, se materializa en el examen de las actuaciones cuando 
el recurso no presenta efecto devolutivo o en otro caso en el testimonio de lo actuado en la 
instancia obrante en el rollo de apelación, lo cual a nuestro modo de ver es un remedio parcial, 
pero en la mayoría de los casos igualmente eficaz. Sin embargo, en el orden práctico, esta 
problemática se complica cuando el procurador de la instancia no es el mismo que el que 
sigue el procedimiento en apelación, por cuanto que este último se ve obligado a cuantificar 
los derechos del segundo, cuando no omite la presentación de sus derechos, circunstancia 
que motiva al procurador de la instancia a reproducir su petición. Todo ello explica el carácter 
cambiante de la jurisprudencia en este punto.53

conocimiento a la Audiencia Provincial de Barcelona que ha instruido y resuelto el expediente sin perjuicio de que de haber 
sido devueltas las actuaciones al Juzgado de Primera Instancia remitan los autos a la Audiencia Provincial a estos solos efectos.
51	  Ha de recordarse en este punto que el criterio seguido por la LEC de 1881 era justamente el contrario, toda vez que en la 
misma se prevenía en el artículo 109, que el tribunal que haya resuelto de la competencia… cuidará de que se haga efectiva 
la condena en costas que hubiere impuesto, librando al efecto, previa su tasación las ordenes oportunas. 
52	  Incluso quienes se muestran partidarios de que sea el secretario de la Sala el que en todo caso lleve a efecto la tasación 
de las costas causadas en el recurso ponen de manifiesto las dificultades de llevar a efecto estos dictados. Así Freire Diéguez 
señala: «Comoquiera que en el rollo de apelación o de casación pueden no constar los antecedentes necesarios para que el 
Secretario del Tribunal que ha conocido del recurso pueda practicar la tasación de las costas del recurso, deberá éste –antes 
de remitir los autos al Tribunal de origen tomar cuantas notas sean precisas a fin de poder contar con los datos necesarios 
para llevar a efecto la práctica de la tasación si ésta no hubiera sido solicitada y elaborada antes de la remisión de los autos 
al Tribunal correspondiente. Sólo así será posible que el secretario disponga de los datos más elementales para cedir en orden 
a la inclusión en la tasación de los distintas partidas, verificar la cuantía del asunto para comprobar y ajustar los derechos del 
procurador al arancel aplicable». Freire Diéguez, Mª L., La tasación de costas en el orden jurisdiccional Civil, Tecnos, Madrid, 
2003, p. 50 
53	  Véase en sentido frente al criterio mayoritario, aparecen todavía bastantes resoluciones que estiman que las partidas 
correspondientes a la preparación del recurso deben de incluirse efectivamente en la tasación de costas de primera instancia, 
como juzgado que ha llevado a efecto la tramitación de dichas diligencias, véase SAP Granada Sec. 4ª de 25 de enero de 2008 
(Molina García [Euder 144764/2008]), SAP Cádiz de 7 febrero 2003 (JUR 2004\130674) y particularmente, por su interés con 
gran extensión de argumentos SAP de Almeria, Sec. 5ª, de 14 de abril de 2009 (Romero Navarro, Euder 77341/2009), SAP 
de Zaragoza Sec. 4ª de 7 de noviembre de 2008, (Medrano Sánchez, [Euder 286227/2008]) y de 4 de noviembre de 2010 
(Márquez Romero [Euder 296825/2010]).
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LA CONCATENACIÓN DE LA CONDENA EN COSTAS.

Las costas de las costas o costas de segundo grado

La ley de enjuiciamiento civil de 1881 estableció en el artículo 425 un límite temporal en 
orden a la inclusión de gastos procesales, al señalar que hecha y presentada por el actuario 
la tasación de costas, no se admitirá la inclusión o adición de partida alguna, reservando al 
interesado su derecho para reclamarla si le conviniere ante quien y como corresponda. Dicho 
precepto se reproduce literalmente en el artículo 244.2 de la nueva ordenación procesal. Se ha 
de precisar, sin embargo, como se señalaba por Martín Contreras para el texto derogado, que 
a pesar de que el artículo comentado establece un límite temporal a la inclusión de conceptos 
o partidas en la tasación de costas, este límite temporal ha de ir referido a la tasación de costas 
del procedimiento principal.54 Para este autor en el supuesto de que como consecuencia del 
reembolso de la tasación de costas haya de acudirse a la vía de apremio, nada impide que se 
pueda practicar una nueva tasación de costas o tantas como sean necesarias para reembolsar 
al beneficiario de las cantidades que tuviera que desembolsar. Se alegaba en apoyo de dicha 
tesis lo señalado en el artículo 422 que prevenía la inclusión todas las que comprenda la 
condena y resulte que han sido practicadas hasta la fecha de la tasación.55 De todo lo cual se 
deduce claramente, que si bien deben quedar excluidas de la tasación las llamadas costas 
de segundo grado, esto no impide que puedan incluirse en una posterior operación de fijación 
los gastos que puedan devengarse con posterioridad. Como señala Guasp «no hay motivo 
suficiente para negar a la parte vencedora el derecho a exigir el reembolso de tales gastos 
de la parte condenada, aún después de terminar el procedimiento especial de tasación y 
exacción de las costas del modo procesal que corresponda».56 

Por su parte, Garciandía González de conformidad con la naturaleza ejecutiva que dicho autor 
predica de la institución, estima que el límite preclusivo del artículo 243.2 LEC y 424 de la 
LEC 1881 para el procedimiento principal, no impide que las costas que no hayan podido 
ser incluidas en la fase declarativa puedan ser luego incluidas en una tasación posterior 
concretamente en aquella que pueda llevarse a cabo, a tenor del artículo 539.2 de la LEC, 
para liquidar las costas que se ocasionaren para el cumplimiento de las sucesivas ejecuciones.

Sin embargo, la cuestión no resulta tan clara desde un punto de vista práctico, por cuanto que 
la sola reclamación de aquellas dará lugar a una nueva actividad procesal y en consecuencia 
el devengo de nuevos gastos procesales, que determinarán una nueva tasación de costas, y 
por consiguiente, firme que sea el pronunciamiento de costas, la apertura de una ejecución 
sin final. Así, si bien, por regla general la jurisprudencia ha admitido con cierta reiteración esta 
posibilidad, en otras ocasiones ha sido puesta en tela de juicio, considerando que tales gastos 
deben de incluirse en una primera tasación, sin que sea posible incluirlas ulteriormente al 
sobrepasar el límite preclusivo establecido por la Ley.57 Debe tenerse en cuenta que el art. 950 
de la LEC de 1881 y el actual art. 539.2 de la Ley 1/2000, preceptúan que para las actuaciones 
de ejecución que no se prevea el pronunciamiento en costas serán a cargo del ejecutado sin 
necesidad de expresa imposición y que conforme al art. 242 se procederá a la exacción de 
las costas si la parte condena no las hubiere satisfecho antes de que la contraria solicite su 
tasación. Como ha quedado señalado, del tenor de la ley y para la generalidad de la doctrina 
la tasación de costas es presupuesto o condictio iuris de la formación del título ejecutivo 
54	  Martín Contreras, L., La tasación de costas y la liquidación de intereses y sus impugtnaciones en los órdenes 
jurisdiccionales civil, penal, contencioso-administrativo y social (Legislación, doctrina, jurisprudencia y casos 
prácticos), Comares, Granada, 1998, p. 112.
55	  Martín Contreras, L, ob. ult. cit.
56	  Guasp Delgado, J., Comentarios a La Ley de Enjuiciamiento Civil, Tomo I, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1948, p. 
1162.
57	  Véase en tal sentido la STS de 11 de abril de 1992, Fernández-Cid de Temes [Euder 3131/1992]. Otras sentencias, sin llegar 
expresamente a esa conclusión, excluyen cualquier otro momento preclusivo al entender que la actuación del procurador 
instando la práctica de la tasación es la que determina el devengo del derecho económico y debe ser incluida en la tasación 
que se realiza, por cuanto se produce con anterioridad al momento preclusivo que constituye la fecha de la tasación. STS de 
23 de marzo de 1994, Ortega Torres [Euder 530/1994] y STS de 1 de octubre de 1996, Morales Morales (Euder 9287/1996).
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de condena en costas, debiéndose de descartarse la posibilidad de proceder a su exacción 
desde el momento mismo de dictarse sentencia. Siendo esto así, el problema se encuentra en 
determinar el momento de su concreta exigibilidad.

En principio parece claro que la ejecución de las costas procesales no puede sostenerse en 
el sólo pronunciamiento de condena contenido en sentencia. El artículo 242 de la LEC 1/2000 
y su precedente, el art. 421 de la LEC 1888,  no implica ahora, ni implicaba entonces que 
la ejecución del pronunciamiento en costas deba de hacerse en sede de ejecución general. 
Sostenerlo así, resulta una fuente de inseguridad jurídica y es causa manifiesta de una 
situación de indefensión para el condenado en costas, quien se ve expuesto a una ejecución 
sorpresiva, al desconocer el importe de las costas que se le pueden repercutir, y es que, 
resulta fuera de las humanas posibilidades de cálculo, que el condenado en costas pueda 
llegar a conocer cuál sea el importe de aquellas cantidades por el solo examen de los autos.

Lo cierto, es que como hemos visto durante la vigencia de la anterior ordenación procesal, 
la mayoría de los autores, ya estimaban que el pronunciamiento de condena era un título 
ejecutivo imperfecto, que al igual de las sentencias a reserva de liquidación, diferían su 
exigibilidad hasta la liquidación de las cantidades correspondientes. La razón de ser de todo 
ello, es que la intención última del legislador es precisamente la contraria, la de judicializar 
estas cuestiones. El legislador ha sido consciente de la dificultad de solventar estas cuestiones 
extrajudicialmente. Si las partes no han llegado a acuerdo alguno tras un largo proceso, 
menos parece que lo vaya haber luego de dictada sentencia en que el enfrentamiento ha de 
entenderse si cabe mayor. De este modo la expresión utilizada en el art. 242, ha de entenderse 
en el sentido de que la liquidación de dichos gastos se realice a través de un título ejecutivo de 
constitución reglada y tutelada de oficio a fin de evitar la repercusión de gastos innecesarios.

Las costas de la ejecución del pronunciamiento en costas.

En puridad, como queda dicho, la ejecución del pronunciamiento en costas una vez aprobado 
su importe reviste siempre carácter judicial, en la medida que tanto si tiene su origen en un 
pronunciamiento de condena como si lo es en otro título, en todos los casos es consecuencia 
necesaria del cumplimiento de una resolución judicial que implícita (orden general de ejecución) 
o explícitamente (condena en sentencia) contiene un pronunciamiento sobre este particular. 
Es por tal razón que le es de aplicación las previsiones contenidas en el artículo 556 respecto 
a los motivos de impugnación, quedando por tanto constreñida la posibilidad de oposición a la 
sola alegación del pago o cumplimiento documentalmente acreditado. 

La jurisprudencia como hemos visto durante la vigencia de la LEC de 1881, excluyó la posibilidad 
de cargar las costas procesales sino hasta que se procedía a la liquidación de su importe, 
declarando que la fijación de aquel era requisito previo de exigibilidad. Tales previsiones lo 
eran en un tiempo en que la ejecución no presentaba el carácter formalista que presenta 
ahora. Esta circunstancia sumada a la tendencia de los juzgados a inflar artificialmente 
las estadísticas conforme a los criterios de productividad establecidos por el CGPJ y por 
el Ministerio de Justicia ha derivado en la proliferación de otros tantos pronunciamientos o 
costas procesales en ejecución que no responden a la realidad del proceso.

Lamentablemente la permisibilidad de tales viciosas prácticas es cada día más frecuente. Así 
es relativamente usual que muchos profesionales para reintegrarse de gastos, sobre todo 
en los casos en que no ha habido condena en la instancia, procedan sorpresivamente a la 
ejecución del pronunciamiento de condena en costas dando lugar a la reprobada práctica 
de la sucesión concatenada de ejecuciones. Téngase presente que el legislador, no exige 
un requerimiento previo,58 sino cuando ya la ejecución esta despachada (art. 580 LEC) y la 
posibilidad de entablar una ejecución sorpresiva, cuando se desconoce el importe exacto de 
58	  Téngase presente que la reforma del artículo 581 por la Ley 13/2009 de 3 de noviembre, que regula los supuestos en que 
no es necesario el requerimiento previo sustituye la expresión en «resoluciones judiciales o arbitrales, o en transacciones o 
convenios aprobados judicialmente, despachada la ejecución» por la de «resoluciones procesales o arbitrales».
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las cantidades que deban de reintegrarse es manifiesto.59 Esta circunstancia es sobre todo si 
cabe más grave en sede de ejecución en el que la concatenación de ejecuciones conforme 
al art. 550 es casi automática. La inseguridad jurídica que se derivaba del texto legal al fijar 
la concreta exigibilidad del pago de las costas procesales, determinó que la práctica forense, 
arbitrase, con dudosa legalidad,60 la posibilidad de un requerimiento previo a fin de impedir la 
concatenación de costas.61

Sea como fuere, a la vista de todo lo señalado, parece claro que la ejecución del 
pronunciamiento de en costas requiere para su exigibilidad la existencia de una cantidad 
líquida. Bajo la perspectiva de la legislación procesal española un título ejecutivo debe ser un 
documento completo, que no precise de posteriores añadidos, únicamente por excepción, el 
art. 572.2 de la LEC prevé el despacho por cantidad ilíquida en el caso del saldo resultante 
de operaciones derivados de contratos formalizados en póliza mercantil. Una ejecución del 
pronunciamiento de condena sin la determinación de la cantidad líquida reclamada parece 
contraria al espíritu y finalidad de nuestras leyes procesales; y es que si el título habilitante de 
la condena en costas es la sentencia, el contenido efectivo de dicho de pronunciamiento de 
condena, la cantidad líquida por la que se procede, sólo puede quedar determinada por los 
propios autos, cuyo soporte documental es el que realmente completa el contenido último del 
título ejecutivo.62 Se hacía necesario, para acabar con esta situación de inseguridad jurídica, 
recoger una resolución que declarase la preclusión de cualquier posible impugnación y que 
fijase definitivamente el importe de las cantidades devengadas por tales conceptos.

La LEC 1/2000 no contenía previsión alguna acerca de la existencia de una resolución que 
aprobase definitivamente las costas procesales salvo cuando existiese impugnación. El 
artículo 244 en su redacción anterior a la ley 13/2009 al regular el traslado a las partes se 
limitaba a señalar: «una vez acordado el traslado a que se refiere el apartado anterior no se 
admitirá la inclusión o adición de partida alguna, reservando al interesado su derecho para 
reclamarla de quien y como corresponda». Sin embargo, la práctica forense para fundamentar 
la ejecución en una resolución que estipulase una cantidad líquida y fijar un momento de 
59	  En este sentido cierto sector de la jurisprudencia con fundamento en lo dispuesto en el art. 242.1, respecto que la parte 
condenada a pagar las costas no las hubiere satisfecho de que la contraria solicite su tasación estimó necesaria la existencia de 
un previo requerimiento de pago. Véase en este sentido la SAP Córdoba sección 3ª de 21 de octubre de 1996 (AC 1996/1834) 
, SAP de Teruel de 12 de mayo de 1995, (AC 1955, 921). Cfr. Garciandía González, P. L., La tasación de costas en el Proceso 
Civil Español… ob. cit. p. 139.
60	  Martín Contreras señala que esta práctica, que reconoce bastante generalizada, supone dos corruptelas: 1) Por una 
parte, desvirtúa el contenido del artículo 921.1 de la LEC 1881, hoy art. 581, demorándose innecesariamente la ejecución en 
detrimento del acreedor, y por otra parte, 2) Se suscita un problema respecto de las costas de ejecución desde el momento en 
que no se puede hablar propiamente de trámite de ejecución hasta el momento en que la ejecución sea despachada, por lo 
que el trabajo que pueda suponer la redacción del primero de los escritos solicitando la vía de apremio quedaría fuera de esas 
costas y que, sin embargo, por aplicación del artículo 950 de la LEC, debiera de haber abonado el condenado al pago. (Martín 
Contreras, L. La Tasación de costas… 1998, obra cit. p. 167). En opinión de quien estas líneas suscribe, de lege ferenda si que 
sería aconsejable establecer este requerimiento previo, que no necesariamente tiene que ser judicial, (art. 581.2), ni tiene 
que dar lugar a mayores gastos y que por el contrario aclararía en gran medida la situación procesal de las partes.
61	  Así la SAP de Teruel de 12 de mayo de 1995, exige este requisito para que sea posible solicitar la práctica de la tasación, 
argumentando su decisión en que si el art. 242.1, establece que procederá la tasación si la parte condenada no las hubiere 
satisfechos antes de que la contraria solicite dicha tasación, se ha de entender que para que sea posible solicitar la práctica de 
la tasación de costas es requerido e inexcusable, que la parte condenada se niegue a pagar, lo cual implica que se le requiera 
de pago; sin que sea suficiente para que quede expedido el camino a la petición de la tasación el simple transcurso del tiempo 
sin que el condenado pague, porque para ello debe conocer el crédito que se le reclame, Cfr. Garciandía Gonzalez, P.L., La 
tasación de costas en el Proceso Civil Español… obra cit. p. 139.
62	  A igual conclusión se llega en el Reglamento 805/2004 del Título Ejecutivo Europeo. Conforme a cuyas previsiones 
las  costas  procesales también gozan de carácter ejecutivo. A tal efecto el art. 7 del reglamento se previene que cuando 
una resolución incluya una decisión ejecutiva relativa al importe de las costas procesales se certificará como título ejecutivo 
europeo. Esto incluye el posible interés aplicable. El Reglamento puntualiza que no es necesario que en la notificación del 
escrito de incoación o equivalente al deudor se fije la cantidad reclamada como costas, pero al menos sí que se le informe de 
que se pide esta condena [vid. art. 17 b) in fine]. Puede suceder que el deudor no se oponga al crédito principal, pero sí a las 
costas. En este caso, la condena al pago de éstas no podrá certificarse como título ejecutivo europeo pues no se trata de un 
«crédito no impugnado» (art. 7). Pese al tenor del Reglamento, que se refiere a que la resolución «incluya» la condena a las 
costas, no hay obstáculo alguno para que se pueda aplicar esta regla cuando la condena en costas sea objeto de una decisión 
diferente de la principal (esto es, la relativa al crédito no impugnado). No obstante, ambas condenas han de ir en el mismo 
certificado (ap. 5.3 Anexo I), lo cual presupone que la cantidad exacta que corresponde a las costas ha de fijarse antes de 
expedir el certificado (cuyo objeto es la resolución principal).
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devengo del pago de las costas, arbitró la existencia de una resolución que aprobando 
las costas fijase directamente dichas cantidades y que en muchos casos contenía ya las 
previsiones necesarias para llevarla a efecto. 

La reforma procesal operada por la Ley 13/2009, se ha hecho eco de esta práctica procesal, 
y ha añadido un párrafo tercero en el que señala: «Transcurrido el plazo establecido en el 
apartado primero sin haber sido impugnada la tasación de costas practicada, el Secretario 
judicial la aprobará mediante decreto». Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión, 
y contra el auto resolviendo el recurso de revisión no cabe recurso alguno. Por lo demás como 
ha quedado apuntado al principio de esta exposición, la reforma ha deferido al secretario 
todas las cuestiones relativas a la tasación de costas, arbitrando una resolución en forma de 
decreto para resolver cuantas incidencias se produzcan tanto en relación a la impugnación 
por indebidas como por excesivas sin perjuicio de la ulterior revisión ante la autoridad judicial. 

Inicialmente dicho Decreto, sin embargo, no podía llevar aparejada ejecución al no ampararse 
en ninguno de los supuestos previstos en el artículo 517 de la LEC.  Para Martínez Santos, «el 
decreto que aprueba la tasación de costas no se cobija en el artículo 517.2.9º LEC, ya que ese 
apartado se refiere a aquellos autos o decretos que implican el enjuiciamiento de un juez o, la 
decisión del Secretario Judicial, sin que supongan la finalización del proceso, ni de la instancia 
-vg. el auto que condena al requerido al pago de las costas causadas, cuando se considere 
injustificada la oposición a la práctica de diligencias preliminares artículo 260.3 LEC- y el 
decreto que nos ocupa no se dicta en el ejercicio de dichas funciones».63 Sin embargo, no 
existe razón alguna para circunscribir el cajón de sastre que en definitiva es el art. 517.2.9 a 
las resoluciones interlocutorias, y aún siéndolo no está tan claro que la resolución aprobando 
las costas no tenga este carácter, sino más bien todo lo contrario. La reciente reforma operada 
por la Ley de Medidas de Agilización Procesal, al modificar la redacción inicial del artículo 
517.2.9, que se refería a «resoluciones judiciales y documentos» que por disposición de esta 
u otra ley lleven aparejada ejecución, por «resoluciones procesales y documentos», parece 
dar a entender la posibilidad de habilitar la ejecución de los pronunciamientos contenidos en 
las resoluciones de los secretarios judiciales.

LA DISPERSIÓN DE LOS PRONUNCIAMIENTOS DE CONDENA EN COSTAS

La atomización del proceso y la tendencia a la proliferación de los 
pronunciamientos de condena en costas

La falta de claridad en nuestro ordenamiento procesal sobre el concreto momento de devengo 
de las costas procesales, junto a los criterios poco claros de registro de los procedimientos, 
ha dado también lugar a la proliferación de pronunciamientos en costas para incidentes o 
fases procesales dentro del procedimiento, creados artificialmente al amparo de los criterios o 
módulos estadísticos establecidos para la cuantificación de la actividad procesal. La instrucción 
3/2001, de 20 de junio del CGPJ dio carta de naturaleza a esta tendencia a proliferar los 
títulos que amparen la existencia de un pronunciamiento en costas diferenciado de la cuestión 
principal. Tal es el caso de los títulos de los procedimientos cambiarios y monitorios en el que 
la práctica forense arbitró un pronunciamiento en costas para la fase inicial,64 para el incidente 
de oposición, para la ejecución de las costas y eventualmente para el pronunciamiento en 
costas en el incidente de ejecución, previsiones que contrariaban el tenor literal de la ley, que 
prevenía que la ejecución se despachase en el seno del propio procedimiento y que en el 
seno de este único procedimiento se arbitrase un único pronunciamiento en costas.65 Téngase 
63	  Martínez Santos, A., “Hacia el infinito y más allá: las costas de las costas, de las costas y de las costas”, en http://
justiciayprehistoria.blogspot.com/2011/07/hacia-el-infinito-y-mas-alla-las-costas.html, p. 7
64	  Tal sería el caso en el que alguno de los deudores se oponga, otro se persone y otro se encuentre en rebeldía. Véase en 
este sentido Martín Pastor, J.. “La acumulación de acciones en el procedimiento monitorio”. Revista General de Derecho 
Procesal, nº 10, RI §405636, septiembre de 2006.
65	  Como señala, Martínez Santos el despropósito procesal que se adivinaba fue validado en la Instrucción 3/2001, de 20 de 
junio, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, cuyo preámbulo recoge la siguiente exposición: «En este sentido, se 
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en cuenta que siendo cuantitativa la base de cálculo para la tasación de las distintas partidas, 
se daba la circunstancia que siendo la misma cuantía y la misma reclamación, se reproducían 
los importes devengados en la tasación de costas en la fase declarativa, en la ejecutiva y en 
sus diversos incidentes, todo ello con independencia de los trabajos desempeñados y sin 
tener en cuenta la actividad que dichas actuaciones representaban en el conjunto del proceso. 
Más recientemente el reglamento 2/2010 de 25 de febrero del CGPJ, ha pretendido paliar en 
parte esta tendencia expansiva en la proliferación de procesos particularmente de ejecución, 
señalando: 

«Salvo que una norma legal establezca lo contrario, los Protocolos de Actuación que dicten 
los Secretarios Judiciales velarán para que únicamente se registre una ejecutoria por cada 
título judicial, con independencia del número de condenados, de los pronunciamientos a 
ejecutar y de los incidentes que surjan durante la ejecución. Sin perjuicio de lo anterior, 
cuando se abran piezas o ramos por cada uno de los pronunciamientos a ejecutar o 
incidentes que surjan en la ejecución, se les asignará el mismo número que la ejecución 
de la que dimanen e identificará con un subíndice. En ningún caso se procederá al registro 
autónomo con número propio de las piezas o ramos de ejecución. En los supuestos de 
sentencias absolutorias, meramente declarativas o constitutivas no se registrará ejecutoria, 
salvo que el fallo imponga medidas o condene en costas».66 

La extensión de los criterios estadísticos establecidos por el Consejo, vienen a reafirmar la 
necesidad de establecer una única condena en costas, sin perjuicio de que eventualmente 
cuando el condenado en costas fuere favorecido en algún otro incidente deban de deducirse 
dichas partidas y practicarse una ejecución paralela a favor de aquél. Así se deduce 
también del artículo 570 de la LEC al prevenir que la ejecución forzosa sólo terminará con 
la completa satisfacción de acreedor ejecutante, con lo que si existen costas pendientes 
llegado este punto es que necesariamente no se ha terminado la ejecución. Téngase 
presente además que contra esta resolución en forma de decreto sólo cabrá recurso directo 
de revisión, recurso reservado en la ley para las resoluciones del secretario que den fin al 
procedimiento, con lo que se viene a destacar la voluntad del legislador de que este sea el 
momento final de la ejecución. Esta es la interpretación correcta del principio de preclusión 
establecido en el artículo 244.2, que de no entenderse así, determinaría necesariamente 
una concatenación de condena en costas que parece contraria al espíritu y finalidad de 
nuestras normas procesales.67

ha suscitado de modo perentorio la necesidad de practicar con carácter homogéneo y en términos compatibles con 
su tratamiento informático y estadístico, la anotación en los libros y otros registros de los órganos jurisdiccionales 
de los procesos civiles de ejecución, procedimientos que la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
configura como realidades separadas del pleito declarativo que, en su caso, les hubiera precedido y del que traigan 
causa» y por ello «en los casos en que se despache ejecución por falta de oposición en un proceso monitorio o 
cambiario, a efectos estadísticos se dará por terminado el proceso y se registrará la correspondiente ejecución». 
Martínez Santos, A., ob. ult. cit.
66	  Acuerdo de 25 de febrero de 2010, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 
2/2010, sobre criterios generales de homogeneización de las actuaciones de los servicios comunes procesales. BOE, nº 62 
2010, 12 de marzo.
67	  Por lo demás la instrucción del Consejo establece cinco tipologías de procedimiento: Asunto principal, Recurso, Ejecución, 
Medida Cautelar y Auxilio Judicial, si bien únicamente la primera y la última son las únicas que tienen sustantividad, para 
mantener el NIG desde el principio hasta el final, las otras arrastran el NIG del procedimiento del que dimanan quedando 
vinculados al mismo. Así, dentro de la tipología procedimiento cabría distinguir a su vez principal y vinculada. Los 
procedimientos vinculados mantienen el mismo NIG que el del procedimiento del que traen causa, registrándose con número 
de asunto distinto del asignado al procedimiento principal, utilizando el código y la descripción acordados en el Test de 
Compatibilidad del Consejo. Para su incoación, los Sistemas de Gestión Procesal solicitarán, obligatoriamente, los datos del 
asunto del que dimanan, realizando la correspondiente vinculación. En tal sentido, en materia de de piezas separadas, la 
regla 7ª de la Instrucción 1/2009 previene que cuando las leyes procesales contemplen la apertura de una pieza separada, 
mantendrán el mismo NIG que el del procedimiento del que dimanan, registrándose con número de asunto distinto del 
asignado al procedimiento principal y utilizando el código y la descripción acordados en el Test de Compatibilidad. Para su 
incoación, la instrucción previene que los Sistemas de Gestión Procesal solicitarán, obligatoriamente, los datos del asunto del 
que dimanan, realizando la correspondiente vinculación.
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Costas del procedimiento principal y costas incidentales

La regulación de los pronunciamientos en materia de costas presenta la especial dificultad de 
concretar el ámbito procesal del pronunciamiento de condena. Esta cuestión, como hemos 
visto, no resulta clara en nuestro ordenamiento por la tendencia a la proliferación de incidentes 
procesales cuya vinculación con el asunto principal no siempre resulta clara. En principio parece 
claro que la repercusión de los gastos procesales se encuentra vinculada a la existencia de 
un pronunciamiento de condena, bien se encuentre este directamente en un pronunciamiento 
ad hoc, bien se derive implícitamente como ocurre en ejecución. Ese pronunciamiento se 
extiende a todas las actuaciones comprendidas en el seno del procedimiento en el que se 
haya dictado y por extensión a todos los incidentes que se produzcan en el seno del mismo. 
Sin embargo, como hemos visto, del examen de los artículos 243.2 de la LEC, se infiere 
la posibilidad que dentro de unas mismas actuaciones existan varios pronunciamientos de 
condena en referencia a las distintas cuestiones incidentales que se puedan presentar. La 
interpretación del precepto ha sido, sin embargo, oscurecida por la actual redacción del artículo 
242.3, que a diferencia del artículo 423 de la LEC atiende con carácter genérico a la existencia 
de un pronunciamiento en costas, sin exigir que tenga carácter de ejecutoria. Esta expresión 
se vinculaba a la existencia de un procedimiento cuyos pronunciamientos sean susceptibles 
de ejecución, careciendo de este carácter las cuestiones incidentales. Con ello se ha abierto 
la puerta a la ejecución singularizada de cualesquiera incidentes que tengan un específico 
pronunciamiento de condena en costas sin atender a la dependencia con la cuestión principal. 

Tales previsiones están llenas de problemas, ¿pues qué cuestiones tienen la autonomía 
suficiente para dar lugar a un pronunciamiento separado e independiente de la cuestión 
principal? Nuestro ordenamiento preveía una única condena en costas en la que se incluyesen 
todas las causadas, esto es, tanto las del asunto principal como las de ejecución, como la 
de cualquiera de sus incidencias. Sin embargo, la LEC de 1/2000, al excluir en el artículo 
545 la existencia de una previsión para las costas del juicio, determinó que la ejecución del 
pronunciamiento en costas se articulase como una ejecución diferenciada de la cuestión 
principal. Lo cierto es que a raíz de este primer resquebrajamiento del principio de unidad de 
la tasación de las costas, la práctica forense, impulsada en parte por los criterios estadísticos 
del CGPJ y el sistema de módulos, ha tendido de modo imparable a la segregación de 
incidencias y cuestiones que dan lugar a un específico pronunciamiento, con la consiguiente 
tasación y ejecución individualizada de aquellos pronunciamientos y consecuentemente con 
la repercusión de sus correspondientes recargos.

A nuestro juicio la distinción en la mayoría de los casos es puramente artificial, por cuanto 
que los trámites suelen ser comunes y puede dar lugar a la configuración de incidentes 
artificiosos para exaccionar gastos.  En este punto se ha producido también el efecto contrario 
a la unificación de las cuestiones del procedimiento que inspira la LEC 1/2000, toda vez 
que la LEC1881 preveía únicamente un único incidente de costas en el que se incluirían 
todas las causadas. No se entiende bien la razón a que obedezca el cambio de postura 
procesal que se observa en la praxis forense cuando precisamente la LEC 1/2000 tendió 
a la supresión de cualesquiera incidencias en el proceso hasta el punto de no regular la 
posibilidad de documentación de piezas separadas. El entendimiento de estas cuestiones, ha 
de partir, de la correcta interpretación del art. 242.3, en el sentido de que sólo las cuestiones 
incidentales en las que exista una condena en contra de la parte favorecida en costas, puede 
dar lugar a una nueva tasación de costas. En el resto de los casos, cualquier incidente que se 
produzca en el curso del proceso debe necesariamente de acumularse a la tasación principal, 
sin que desde luego quepa un pronunciamiento distinto por cada incidente que se pueda 
presentar en el curso del proceso. No hacerlo así, implicaría nuevamente la aplicación de 
gastos que en definitiva son comunes a los diversos trámites incidentales y a la cuestión 
principal (personación, apoderamientos, nueva diligencia de costas, traslados, etc…), con la 
consiguiente hipertrofia de los gastos repercutibles.
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A nuestro modo de ver lo esencial de las previsiones del artículo 243.1 de la LEC, es la 
referencia a la cuestión o asunto principal, que a nuestro modo de ver determina una 
vinculación substantiva de los distintos pronunciamientos de condena, como consecuencia 
de la competencia funcional que el artículo 61 hace a todas las incidencias del proceso. En tal 
sentido parafraseando el auto del Tribunal Supremo de 4 de febrero de 2002 (RJ 2002\3104): 
citando a su vez la sentencia de 5 de marzo de 1970, el término «incidencia» ha de conducir 
a comprender dentro del mismo cuantas actuaciones o procedimientos aparezcan en íntima 
conexión con el proceso principal.

Costas del incidente de impugnación de costas.

La novela del año 2009 de reforma procesal para la implantación de la nueva oficina judicial 
supuso el cambio más importante en los últimos ciento cincuenta años del incidente de 
tasación de costas, viniendo a reforzar la función del secretario hasta el punto de residenciar 
en el mismo la resolución de las eventuales controversias que se puedan presentar tanto en 
orden a la inclusión o exclusión de conceptos como el carácter excesivo de los mismos. Tal 
resolución del secretario judicial, sin embargo y a diferencia de lo que ocurre en el incidente 
de reclamación de la cuenta de abogado y procurador, es revisable ante la autoridad judicial 
en resolución que no es susceptible de recurso.

Dicho precepto prevé la existencia de un pronunciamiento de condena en costas para el caso 
de que la impugnación lo sea por causa del carácter excesivo de la minuta presentada por 
el abogado o el perito, no teniendo previsión alguna para el caso de que la impugnación lo 
sea por la inclusión o indebida exclusión de alguna partida. La omisión por el legislador de un 
pronunciamiento sobre el particular no determina en este caso la remisión del incidente a las 
reglas generales de condena en costas del artículo 394, sino que más bien ha de entenderse, que 
si el legislador no ha hecho previsión al respecto, lo es, porque no hay lugar a pronunciamiento 
sobre este particular. Y es que el objeto del incidente de impugnación es una actuación procesal 
que sólo es imputable al secretario judicial, en el que el secretario es muy libre de incluir los 
conceptos que considere oportunos, no siendo posible imputar a la contraria, las consecuencias 
de lo realizado por aquel, ni aún en el caso de que al recibir el traslado de dicha pretensión 
se haya opuesto a la misma o haya dejado transcurrir el término sin hacer alegación alguna. 
Como queda indicado, la actuación del secretario es una conducta reglada que, sin perjuicio 
de su revisión judicial, no admite la posibilidad de contradicción. El secretario incluye o excluye 
conceptos, conforme a su función procesal de dejar constancia de los actos procesales, de modo 
que constatados aquellos, procede a la aplicación de la cuantía correspondiente sin que quepa 
lugar a contradicción de ninguna clase. La única excepción, a esta regla, en la que el secretario 
se encuentra vinculado por la minuta presentada por la parte es la minuta de honorarios de los 
abogados y demás profesionales no sujetos a arancel, pues en este caso la apreciación de la 
suficiencia de dichas minutas viene determinada por el valor intrínseco que a la misma haya 
dado el colegio sin que competa al secretario realizar ninguna otra valoración. Es por tal razón, 
que el precepto sólo contiene previsión de condena en costas respecto de dichos gastos, no 
reglados y sujetos únicamente a la facultad moderadora de los respectivos colegios.

La razón de ser de este proceder, es que es de esencia a la condena en costas la existencia 
un proceso contradictorio, y la actuación del secretario, como funcionario ajeno a la actividad 
judicial no lo es, tratándose de una actividad básicamente reglada. Cuando el artículo 394 
habla de Tribunal, es evidente que está excluyendo al secretario judicial, y si por el contrario se 
admite tal posibilidad en el trámite de excesivas, es por la intervención del criterio deontológico 
del Colegio que es básicamente discrecional. 

Precisamente uno de los grandes logros del derecho procesal español es el de solventar las 
cuestiones sobre reclamación de gastos procesales a través de un procedimiento simplificado 
e inquisitivo como es la regulación por el secretario judicial, que podrá ser todo lo anacrónico 
que se quiera pero es barato y sobre todo muy eficiente, sobre todo si lo comparamos con 
otros ordenamientos jurídicos. 
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Las costas en la ejecución provisional

Dentro del capítulo relativo a la correlación entre la tasación de costas y la condena en costas 
merece especial consideración el supuesto de la tasación de las costas causadas en ejecución 
provisional. Se ha discutido y se discute la posibilidad de hacer extensivas las previsiones de los 
artículos 550 y siguientes en materia de costas a los supuestos de ejecución provisional. Pese 
a la regla general establecida en el art. 242.2 de que únicamente es susceptible de proceder a 
la tasación de las costas causadas cuando sea firme el pronunciamiento de costas, de la simple 
lectura de los arts. 531 y 533 de la LEC parece claro que sí cabe hacer efectivas las costas 
causadas en la ejecución provisional. El primero de los preceptos señala que podrá suspenderse 
la ejecución provisional si el ejecutado pone a disposición para su entrega al ejecutante, además 
de la cantidad por la que fue condenado los intereses y las costas por los que se despacho 
ejecución. También en este sentido, el artículo 533 de LEC previene a su vez que el ejecutante 
deberá devolver no sólo la cantidad que, en su caso, hubiere percibido, sino también reintegrar 
al ejecutado las costas de la ejecución provisional que éste hubiere satisfecho.

Sin embargo, si esto es así, para la doctrina dominante, hay razones suficientes para pensar 
que el ejecutado que se aquieta al despacho de ejecución provisional y paga el principal y los 
intereses de la condena, no ha de pagar con ellos las costas de la ejecución. Pérez de la Cruz 
Oña, señala los siguientes argumentos:68

1.ª) La sentencia recurrida, aunque tiene reconocida  ejecutabilidad  ex lege,  no lleva 
aparejada  «per se» obligación de pago para el condenado si no se ha despachado 
ejecución provisional. O sea, no es propiamente un título de ejecución hasta que no se 
solicita por la parte favorecida (art. 526 LEC) y el tribunal la despacha (art. 527.3 LEC).

2.ª) En relación con ello, no hay precepto alguno que obligue al recurrente a pagar aquello 
a lo que ha sido condenado en sentencia no firme para poder admitir a trámite su recurso.

3.ª) Instar la ejecución de la sentencia recurrida es una facultad cuyo ejercicio depende de 
la exclusiva voluntad del beneficiado por ella. Por tanto, el devengo o no de las costas de 
ejecución provisional quedara sometido a la condición de que el beneficiado por la 
sentencia hubiera hecho uso de esta facultad, por aplicación analógica de los arts. 1115 
y 1256 del Código Civil. La acción o inacción de éste no puede ser más o menos gravosa 
para el que cumple.

4.ª) El art. 395 LEC, como regla general, exonera de pago de las costas procesales al 
demandado que se allana a la demanda antes de contestarla. Algo parecido sucedería 
aquí: el ejecutado provisionalmente se está allanando a la demanda ejecutiva por la que 
se solicita la ejecución provisional.

Téngase en cuenta, además, que la LEC no hace expresa previsión en orden al tiempo y 
la forma de exacción de las costas de la ejecución provisional, en la que el beneficiado no 
hace sino uso de una facultad o privilegio potestativo que la LEC por razones de oportunidad 
le concede. No es obstáculo para ello el contenido del art. 533, que prevé que revocada 
la sentencia que ha sido  ejecutada  provisionalmente, el  ejecutante  deberá devolver o 
reintegrar al ejecutado las costas y los daños y perjuicios de la ejecución provisional que éste 
hubiere satisfecho o se le hubieren ocasionado, pues obviamente está contemplando sólo 
las costas que el ejecutado hubiere satisfecho como consecuencia de la ejecución provisional, 
refiriéndose en particular a las costas que hubiera satisfecho como consecuencia del incidente 
de oposición, pero no se debe olvidar que conforme al art. 539 son las propias partes las que 
han de ir satisfaciendo las costas sin perjuicio del reembolso que procedan tras la decisión del 
tribunal y conforme al art. 570 la liquidación final del importe de las costas únicamente cabrá 
cuando definitivamente se haya satisfecho el interés del acreedor ejecutante, circunstancia no 
68	  Pérez de la Cruz Oña, J., “La ejecución provisional en la Ley de Enjuiciamiento Civil”, Diario La Ley, sección doctrina, año 
XXVI. número 6215, martes, 22 de marzo de 2005.
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se podrá determinar sino cuando la ejecución que ha sido despachada provisionalmente se 
vea definitivamente confirmada.69

Ciertamente nos encontramos ante un vacío legal, pues siendo el momento inicial de la 
ejecución provisional distinto al señalado para la ejecución definitiva, se hace preciso, 
cuando menos y a fin de evitar la indefensión, establecer un lapso de tiempo mínimo para 
que el ejecutado pueda proceder a la satisfacción voluntaria de lo dispuesto en sentencia. 
Así lo ha entendido nuestra jurisprudencia menor que se ha mostrado reacia a una aplicación 
con todas sus consecuencias del principio de repercusión de gastos en ejecución respecto 
del ejercicio de una acción que en nuestro derecho no deviene automáticamente, sino 
que es meramente facultativa. Las duda que se presenta es si cabe hacer extensivas las 
previsiones del artículo 548 en todos lo cosas o si de algún modo la ejecución provisional, 
supone una excepción a la regla general permitiendo a hacer efectivo el pago en un 
término posterior. Esta es la posición adoptada en el acuerdo de unificación de criterios 
de la Audiencia Provincial de Madrid de 2006, en el cual si bien se estima que en ambos 
casos, ejecución provisional y definitiva, es aplicable el plazo de 20 días, se discrepa en 
cuanto al momento inicial de su devengo, estimando que si se verifica el pago dentro de los 
veinte días siguientes al despacho de ejecución, esto es dentro de los veinte días conferidos 
legalmente para oponerse a la ejecución despachada, no cabe la imposición de las costas 
al ejecutado. Transcribo literalmente por su enorme interés:

4º Debe respetarse en ejecución provisional el plazo de espera de los 20 días a que se 
refiere el artículo 548 de la LEC, frente al mandato taxativo del art. 527 LEC, que permite 
que la ejecución provisional se pida en cualquier tiempo:

A) No: la ejecución provisional podrá pedirse en cualquier momento desde la notificación 
del a providencia en que se tenga por preparado el recurso de apelación al ser la norma 
del art. 527 ley especial frente al art. 548, (acuerdo adoptado por unanimidad)

B) En la ejecución provisional, si el ejecutado, pago o consigna voluntariamente para 
pago al ejecutante el importe de la condena, dentro de los veinte días siguientes a 
la notificación del auto despachando ejecución sin formular oposición, no procede 
imponerle el pago de las costas de la ejecución, (acuerdo adoptado por mayoría 14 
votos a favor, 8 en contra). 

En igual sentido, cabe también citar el acuerdo de la junta de unificación de Criterios de los 
Juzgados de Valencia de 6 de noviembre 2007, en el que se dispone:

En la ejecución provisional no es de aplicación el plazo de 20 días a que se refiere el 
artículo 548 de la LEC. No obstante si el pago se produce dentro del plazo de 20 días 
a contar desde la notificación del auto despachando ejecución provisional no procederá 
entonces condena en costas. 

Sobre estas bases, para Pérez de la Cruz, el ejecutado que proceda en la forma señalada en 
el art. 531 LEC sólo habrá de satisfacer las costas de la ejecución, si previamente se hubiera 
opuesto a ella o hubiera omitido toda conducta para atender las pretensiones de su oponente, 
permitiendo la realización de actuaciones ejecutivas.70

69	  Martí Martí, J. “Las costas y gastos en el proceso: el principio de la proporcionalidad con el trabajo realizado y la incidencia 
del mismo en el resultado”. Diario La Ley, nº 7751, 2011
70	  Pérez de la Cruz Oña, J., “La ejecución provisional en la Ley de Enjuiciamiento Civil”, Diario La Ley, sección doctrina, año 
XXVI, nº 6215, martes, 22 de marzo de 2005.
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CONCLUSIONES

La tasación de costas tiene por finalidad fijar definitivamente los gastos repercutibles, razón 
por la cual se encuentra directamente condicionada por el pronunciamiento de condena que 
es el que fija el alcance de la repercusión. Pero si la vinculación con el pronunciamiento de 
condena es clave para la extensión de los gastos procesales, no debe desconocerse también, 
que la liquidación se efectúa por el secretario en atención a la función documentadora que le 
es propia para lo cual atiende al necesario examen de los autos. Su función es principalmente 
revisora al objeto de documentar la correspondencia de las partidas de gasto con la realidad 
de los autos. 

En la realización de esta función de examen, los autos deben de ser considerados como un 
cuerpo cierto con independencia de las incidencias que se produzcan en el seno del mismo. Si 
no fuese así se produciría una innecesaria multiplicación de los gastos que no obedecerá a la 
realidad del proceso. Téngase en cuenta, que el proceso es único y sus distintas incidencias 
se hallan en la mayoría de los casos directamente dependientes del asunto principal principal. 
Así si nos personamos en autos, no será necesario proveer a la personación en cada uno de 
los incidentes del proceso, pues se entiende que es válida la realizada en el procedimiento 
principal para cualquiera de sus incidencias. 

Por otra parte, para la realización esta función, el secretario procede a valorar la actividad 
desempeñada por los distintos agentes procesales en atención a la importancia de las 
cuestiones suscitadas en el proceso, para cuya valoración, como no puede ser de otra 
manera, el criterio cuantitativo es esencial. Esta circunstancia aconseja también concentrar 
en unidad de acto la tasación de costas que practique el secretario, pues de no ser así, al 
hacer aplicación del mismo criterio a los distintos pronunciamientos de condena, directa o 
indirectamente se procede a hipertrofiar los gastos para actividades que son comunes o están 
directamente relacionados. 

El artículo 244.2 establece por ello un límite temporal claro, el traslado de la tasación de 
costas a las partes, verificado el cual «no se admitirá la inclusión o adición de partida alguna, 
reservando al interesado su derecho para reclamarla de quien y como corresponda», mientras 
que por su parte el artículo 242.3 nos indica el ámbito material de la tasación de costas. 
Estos centenarios preceptos, que constituyen la base de la regulación de costas en el 
ordenamiento procesal español, han sido desconocidos sistemáticamente en consideración 
al hecho estadístico y otros ajenos a lo propiamente procesal. Sin embargo, como hemos 
pretendido exponer a lo largo del presente trabajo, estos límites preclusivos sólo deben quedar 
condicionados por un recto entendimiento de la extensión del proceso, como actividad dirigida 
al enjuiciamiento y a hacer juzgar lo enjuiciado. 

La tasación de costas y el pronunciamiento en costas, de este modo, presentan un origen 
y una razón de ser muy diferentes que exigen una interpretación integradora en orden a las 
finalidades que les son propias, pero sin que pueda supeditarse la finalidad de uno y otro, ni 
menos desconocer la función ejercida por los mismos dentro del proceso. Sólo así el sistema 
podrá ajustarse a los principios que lo han presidido durante más de ciento cincuenta años, 
excluyendo la tendencia natural a derivarse hacia un sistema de presunciones propio de la 
técnica monitoria o al sistema tradicional de contradicción que no resultan los más propicios en 
ese momento de crisis de la relación jurídica procesal que se produce luego de la resolución 
del procedimiento en sentencia.
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